
 
 

· 1 · 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  



 
 

· 2 · 
 

 

Este informe es parte del proceso de investigación que ha servido de base para la elaboración del estudio regional: 
"Niñez que cuenta - El impacto de las políticas de drogas sobre niñas, niños y adolescentes con madres y padres 
encarcelados en América Latina y el Caribe (Giacomello, Corina, 2019)". Este proyecto ha sido coordinado y ejecutado 
por la Oficina Regional para América Latina y el Caribe de Church World Service (CWS), en coordinación con 
miembros de la Plataforma NNAPES, y contó con el apoyo financiero de Open Society Foundations y CWS.  
 
El estudio regional recopila los contenidos de los ocho informes nacionales llevados a cabo, durante el año 2018, por 
investigadores locales y organizaciones de la sociedad civil en México, Colombia, Costa Rica, República Dominicana, 
Chile, Brasil, Uruguay y Panamá. Es así que tanto el estudio regional como cada uno de los informes nacionales 
procuran adentrarse en una tríada poco explorada: los derechos de la niñez y adolescencia, las políticas de drogas y 
el encarcelamiento. Esto se realiza a partir del análisis normativo y de políticas públicas, la recopilación de datos 
cuantitativos sobre el número de Niñas, Niños y Adolescentes con Padres Encarcelados (NNAPES) por delitos de 
drogas menores no violentos y, sobre todo, en base a sus vivencias y testimonios. 
 
A partir de las voces de setenta niñas, niños y adolescentes con padres encarcelados, de sus cuidadoras y 
cuidadores y de personas privadas y ex privadas de la libertad, se generan insumos que se espera puedan ser útiles 
para las organizaciones que trabajan con niñez, los grupos que procuran incidir en las políticas de drogas en la 
región y los decisores y operadores de políticas públicas relacionadas con los derechos de la niñez, el 
encarcelamiento y las políticas de drogas.  
 
Para acceder al resto de los estudios nacionales, al informe regional y a otros documentos y piezas relacionadas con 
el proyecto, dirigirse a www.cwslac.org/nnapes-pdd  
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Introducción 
 
 
 
 
El presente informe es un estudio exploratorio que busca dar luces sobre lo que ocurre con los 
niños, niñas y adolescentes (NNA, de aquí en adelante) cuando sus cuidadores principales o 
algún adulto significativo para ellos ha sido privado de la libertad por delitos menores de drogas. 
Actualmente, es escasa la información sobre el impacto que tiene la prisión en la vida de los NNA 
y, aún en menor medida, cuando el delito que se comete es por motivos de microtráfico o tráfico 
de drogas. 
  
Este informe consta de tres capítulos y un apartado final con conclusiones y recomendaciones. 
El primer capítulo describe el marco normativo aplicable a la problemática en cuestión. El 
segundo capítulo presenta datos estadísticos sobre la población privada de libertad en Chile y 
el tercero un análisis cualitativo basado en una serie de entrevistas realizadas a NNA con padres 
privados de la libertad (NNAPES, de aquí en adelante1) y adultos que han trabajado con ellos; en 
particular, se analizan distintos temas relacionados con la percepción de los NNA sobre el 
encarcelamiento por delitos de drogas de sus referentes adultos. Por último, con base en la 
normativa existente, los datos obtenidos y el análisis de casos se hacen recomendaciones 
puntuales para la visibilización de los NNAPES y la restitución de sus derechos. 
 

Antecedentes y planteamiento del problema 
 
La Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) reconoce a la familia como el medio natural 
para el desarrollo y bienestar de los NNA, donde los padres tienen la responsabilidad primordial 
en la crianza y el NNA tiene el derecho a ser cuidado por ellos. De igual manera, la Convención 
vela por la utilización adecuada de cuidados sustitutos para los casos de NNA que están 
privados de su entorno familiar o cuando la separación sea necesaria por su interés superior2 
(Consejo Nacional de la Infancia, 2016). 
  
Una de las causas por las que un NNA termina separado de sus cuidadores principales es el 
encarcelamiento de ellos. En el año 2011, Naciones Unidas alertó que hay escasa información 
sobre el impacto que tiene en los NNA tener algún adulto significativo en prisión. Este organismo 
exhortó a los Estados a desarrollar sistemas de protección específicos para esta población y 
velar por la misma (EnMarcha, 2016). 
  
En Latinoamérica y el Caribe diversos grupos han identificado que los NNAPES son víctimas del 
sistema penal, pues sus derechos se ven afectados y sufren un estigma social derivado del 
accionar de sus padres, aunado a que pueden convertirse en reproductores de las conductas que 
ellos cometieron (Gurises Unidos y Church World Service, 2013). 
  
A la fecha es poca la investigación que se ha desarrollado al respecto en Chile. Algunos estudios 
abordan el tema desde la perspectiva de género enfatizando la violencia que sufre la mujer 

                                                           
1 La sigla NNAPES es utilizada en este estudio por razones prácticas; su intención no es despersonalizar u homogeneizar a niñas y 
niños con características, historias, vidas y voces únicas y propias. Por ello, su uso será alternado con los términos niñas y niños, 
hijas e hijos, niñez e infancias o, cuando se reportan testimonios, con el nombre ficticio del niño, niña o adolescente. 
2 De conformidad con este principio, todo NNA tiene derecho a que en las actuaciones y decisiones que le afecten (ya sea que 
provengan de autoridades legislativas, judiciales o administrativas, organizaciones de la sociedad civil, instituciones privadas, 
padres o personas que lo tengan legalmente bajo su cuidado) se evalúen las posibles repercusiones de dicha actuación o decisión 
en él y que, entre las diversas decisiones posibles, se elija aquella que satisfaga de manera más efectiva su interés superior, 
entendido, como el disfrute y satisfacción de sus derechos. Por otro lado, algunas situaciones que pueden ser consideradas 
motivos de separación son el abuso o maltrato infantil y la violación de alguno de los derechos básicos de los NNA.  
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encarcelada; por ejemplo, el “Informe de prevalencia de violencia de género en la población penal 
femenina de Chile” realizado por la Gendarmería (2016) aborda parcialmente el tema de la 
familia y los hijos de las mujeres privadas de libertad; igualmente, el estudio “Mujeres 
encarceladas por delitos de drogas en Chile” de la organización de la sociedad civil Corporación 
Humanas (2015) aborda el tema de los NNAPES desde una perspectiva centrada en las mujeres 
que están en reclusión. En ambas publicaciones este fenómeno no se examina desde la mirada 
de los NNA cuyos derechos pueden estar siendo vulnerados. Por último, el reporte “¿Cuántos son 
en Chile? Cifras de una realidad invisible” de la organización de la sociedad civil EnMarcha (2016) 
presenta una estimación sobre el número de niños y niñas que viven con sus madres privadas 
de libertad y la cantidad NNA podrían estar asistiendo a la cárcel como visitantes.  
 

Efectos de tener adultos significativos privados de libertad 
 
De acuerdo con diferentes estudios (Cortázar et al., 2015; Valenzuela, 2010), el impacto que 
produce el encarcelamiento de los padres en los NNA puede manifestarse de diferentes maneras: 
separación traumática, conciencia y noción de la conducta delictiva de los padres, vulneración 
económica de los hogares, tensión en la visita a la cárcel, estigmatización de los NNA en su 
entorno más cercano (barrio y escuela), etc. 
  
Además, existe evidencia sobre la correlación entre tener padres encarcelados y la posibilidad 
de enfrentar dificultades como problemas en la escuela, consumo de sustancias psicoactivas y 
participación en actividades delictivas. Asimismo, la evidencia señala que las consecuencias de 
tener padres encarcelados son más pronunciadas en el caso de las mujeres: cuando la madre 
ha sido privada de la libertad es mayor el riesgo que tienen sus hijos de vincularse al mundo de 
la delincuencia (Valenzuela et al., 2012). 
  
Las consecuencias de tener a un padre o adulto significativo privado de la libertad también 
pueden diferenciarse según el tramo etario de los NNA. Por un lado, las niñas y niños más 
pequeños (menores de 4 años) son especialmente vulnerables a las consecuencias adversas de 
la separación por su dependencia física y el vínculo afectivo existente con la figura parental (el 
debilitamiento de este vínculo primordial aumenta la ansiedad y el estrés post-traumático por 
la ausencia). En el caso de los niños y niñas de entre 4 y 6 años los efectos se ven en el desarrollo 
biopsicosocial: déficit nutricional, posible maltrato infantil, abandono o negligencias en su 
cuidado, falta de estimulación oportuna, entre otros (Cortázar et al., 2015). 
  
En los niños y niñas de 7 a 14 años los efectos se ven principalmente en el contexto educacional, 
donde se observa bajo rendimiento escolar, ausentismo, reprobación de asignaturas o grados 
escolares, ingreso precoz al trabajo y todo lo que guarda relación con condiciones desfavorables 
para el incremento de su capital humano. Estos efectos se pueden acentuar en las y los 
adolescentes de 15 a 19 años, pues la separación muchas veces impacta en la posibilidad de 
incrementar su capital humano y redes sociales, ya que a los problemas en el sistema educativo 
se suman las conductas desadaptativas tales como infracciones a la ley, adicción a las drogas, 
alcohol y estupefacientes, maternidad o paternidad temprana y desarrollo de conductas 
inadecuadas en el uso del espacio público (Dirección de Presupuestos, 2011). 
 
Por tanto, resulta indispensable que se hagan los mayores esfuerzos para evitar la separación 
de los NNA de sus padres siempre pensando en su interés superior (especialmente en las 
primeras etapas de la vida) y, cuando ello ocurra, extremar los esfuerzos para disminuir los 
impactos negativos de dicha separación (Consejo Nacional de la Infancia, 2018).  
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Mundo penitenciario en Chile 
  
En marzo de 2018 había 41,790 personas condenadas en el sistema penitenciario cerrado de 
Chile: 91.2% son hombres, 8.8% son mujeres y la mayoría tiene entre 30 y 59 años (Gendarmería, 
2018). Cabe señalar que 90% de la población penal femenina tiene hijos (Instituto Libertad y 
Desarrollo, 2017), mientras que 40% de la población penitenciaria general tiene hijos menores de 
18 años (estos datos se abordarán a detalle más adelante). 
 

Políticas públicas en Chile 
 
Desde el año 2016, Chile cuenta con una Política Nacional de Niñez y Adolescencia, la cual plantea 
una serie de estrategias en diferentes ámbitos para que en el país se consolide un trato de 
respeto y promoción de los derechos de los NNA y se reconozca, promueva y materialice el rol del 
Estado y la ciudadanía como garantes de dichos derechos permitiendo su ejercicio pleno 
(Consejo Nacional de la Infancia, 2016).  
 
Dicha Política reconoce el rol preponderante de las familias en la crianza y generación de las 
condiciones necesarias para el desarrollo de cada NNA; si estas condiciones no son óptimas, el 
Estado debe establecer acciones de apoyo a las familias para que ejerzan sus roles de protección 
y cuidado evitando su separación.  
 
Una de las estrategias que busca desarrollar esta Política es crear un Sistema de Garantías de 
los Derechos de la Niñez, el cual se considera como el “conjunto de políticas, instituciones y 
normas orientadas a velar por el desarrollo físico, mental, espiritual y social de los NNA, de 
acuerdo con la Política Nacional y los recursos dispuestos para tal efecto” (Consejo Nacional de 
la Infancia, 2016: 73). En este contexto se fomenta la intersectorialidad e integralidad de las 
prestaciones, pues éstas exigen una coordinación entre diferentes sectores que aborden de 
manera multidimensional el desarrollo de los NNA. 
 
Es importante mencionar que el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, del cual depende la 
Gendarmería de Chile, cuenta con la “Política Pública de Reinserción Social 2017” que busca 
materializar el enfoque de género y derechos humanos enfatizando, por un lado, la relevancia de 
las mujeres como fuentes de ingresos de los hogares y cuidadoras de los hijos e hijas y, por el 
otro, las consecuencias negativas de su encarcelamiento a nivel individual y para su grupo 
familiar. Esta Política señala que el Estado debe desarrollar medidas tendientes a resguardar el 
vínculo entre las mujeres encarceladas y sus familias y reforzar las acciones cautelares cuando 
se produce la separación entre ellas y sus hijos. 
 
Tomando en consideración el consenso de que es necesario mantener el vínculo entre el NNA y 
su adulto significativo encarcelado (excepto si esto afecta su interés superior), es preciso 
afirmar que el proceso de visita y las condiciones en que se desarrolla deben resguardarse a fin 
de que no se atente contra la garantía de ejercicio de los derechos de los NNAPES, ya que la 
infraestructura, el mobiliario y los procedimientos de revisión de los recintos penitenciarios 
frecuentemente no brindan las condiciones necesarias para proteger y cuidar a los NNA. 
   
En este contexto, existen dos programas que son financiados de manera pública para los 
NNAPES, los cuales buscan fortalecer las condiciones de bienestar y los factores de promoción y 
protección de sus derechos. Estos programas son descritos a continuación.  
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Creciendo Juntos 
 
Entre 2005 y 2015 se implementó el “Programa de residencias transitorias para niños y niñas 
que viven con sus madres privadas de libertad”, el cual estaba a cargo del Servicio Nacional de 
Menores (SENAME). En 2015 este programa se reestructuró y se convirtió en el “Programa de 
atención a mujeres embarazadas y con hijos lactantes en unidades penales”, cuya ejecución y 
financiamiento pasó a ser parte de la Gendarmería. En 2017 este Programa cambió nuevamente 
su denominación a “Programa Creciendo Juntos” y amplió su población objetivo incorporando 
el enfoque de género, permitiendo así que tanto madres como padres privados de la libertad 
puedan acceder a prestaciones que les permitan ejercer una parentalidad positiva.  
 
Este programa se implementa en 15 de las 16 regiones del país, abarca 35 centros penitenciarios, 
tiene un presupuesto anual para el 2018 de alrededor de $1,173,000,000.00 de pesos3 y cuenta con 
dos componentes: el primero, consiste en la entrega de prestaciones de atención e intervención 
para las mujeres embarazadas o con hijos lactantes de hasta 2 años que permanecen con sus 
madres en reclusión, independientemente de su calidad procesal (imputada o condenada); el 
segundo componente son talleres de padres, destinados para mujeres y hombres condenados 
que tienen hijos de hasta 12 años que los visitan, en este caso se aplica un instrumento de 
evaluación denominado “Escala de Parentalidad Positiva (E2P)”4. Hasta el momento no hay 
evaluaciones del programa, por lo que se desconoce el impacto que tiene y el grado de 
cumplimiento de sus objetivos.  
 

Abriendo Caminos  
 
El Programa Abriendo Caminos del Ministerio de Desarrollo Social comenzó su implementación 
en el año 2008, a la fecha se desarrolla en todas las regiones del país y en el año 2017 tuvo 2,550 
usuarios efectivos. Este programa, ejecutado por organismos de la sociedad civil y el gobierno 
local (municipios), tiene por fin promover y entregar protección social a los NNA de 0 a 18 años 
con un adulto significativo privado de la libertad5 en los centros penitenciarios de la 
Gendarmería de Chile y a su cuidador principal. Cada familia es acompañada por un equipo 
profesional compuesto por trabajadores sociales, psicólogos y profesores, quienes realizan un 
diagnóstico integral e implementan un proceso de acompañamiento en las áreas psicosocial y 
sociolaboral. Este acompañamiento se extiende por 24 meses y el apoyo específico es para que 
el proceso de privación de libertad del adulto significativo no afecte el adecuado desarrollo y 
bienestar de los NNAPES y sus cuidadores en áreas como salud, educación, protección de 
derechos, relación familiar, trabajo y acceso a redes. 
  
Entre los beneficios que tienen los NNAPES que participan se encuentran tutorías según sus 
necesidades (atención psicológica, apoyo escolar, desarrollo personal, afectividad, etc.); talleres, 
visitas a museos, bibliotecas, actividades artísticas, deportivas, culturales y comunitarias; 
acompañamiento profesional personalizado de un tutor en su lugar de residencia; y apoyo que 
considere sus derechos, opiniones, intereses y potencialidades. En el caso de los cuidadores 
principales, los beneficios consisten en orientación y apoyo de un consejero para el 
fortalecimiento de las competencias y habilidades parentales; acompañamiento profesional 
basado en asesorías y consejerías familiares orientadas a mejorar las condiciones de bienestar 
y desarrollo integral; asesoría sociolaboral para la promoción de competencias de 
empleabilidad, apoyo en la búsqueda de empleo o mejora en la actividad laboral y acceso a 

                                                           
3 Aproximadamente $1,709,640.00 USD al día de cambio del 26 de agosto de 2018. 
4 Su objetivo es identificar las competencias parentales que utilizan los adultos al relacionarse con los NNA a su cargo; cuenta con 
tres áreas o dimensiones de evaluación: formación, protección y reflexión.  
5 Los NNA no pueden ingresar a este programa si su referente adulto significativo tiene la condición de imputado o beneficios 
extrapenintenciarios.  
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servicios y prestaciones mediante la entrega de bonos y transferencias monetarias según el 
cumplimiento de los requisitos de acceso establecidos en la Ley No. 20.595. 6  
 
En este contexto, el presente estudio explora la percepción que tienen los NNA cuyos referentes 
adultos han sido privados de la libertad por haber cometido delitos menores de drogas. Se 
propone indagar el efecto que tiene este encarcelamiento en los diferentes microsistemas que 
determinan la trayectoria de desarrollo de los NNAPES y, de este modo, ampliar y profundizar el 
conocimiento y la evidencia en este ámbito, así como determinar los desafíos que existen para 
las políticas públicas.  
 

Metodología 
 
El presente estudio es parte de una investigación regional en la que participan otros siete países 
de Latinoamérica y el Caribe. Se realizan tres análisis: normativo, cuantitativo y cualitativo. Para 
el análisis jurídico y legislativo se revisó el marco regulatorio de infancia, drogas y sistema 
penitenciario y cómo conversan entre sí. 
  
El análisis cuantitativo se realizó a partir de la revisión de datos secundarios (estudios 
realizados en años anteriores y estadísticas entregadas por Gendarmería a través del sistema 
de transparencia). El análisis cualitativo se hizo a partir de un total de diez entrevistas, de las 
cuales tres fueron realizadas a cuidadores principales y siete a NNA participantes del Programa 
Abriendo Caminos.  
 

Tabla 1. Entrevistas realizadas a principales cuidadores 
 

Nombre 
ficticio 

Edad Sexo Residencia 
Nº de 
hijos 

propios 

Nº de 
niños 

bajo su 
cuidado 

Nivel de 
estudios 

Ocupación 
Parentesco con la 
persona privada 

de la libertad 

Gloria 36 Mujer Maipú 5 4 3° Medio Vendedora 
Persona ex privada de 

la libertad 

Juana 34 Mujer - 2 2 
Técnico 

profesional 
Técnico en 
enfermería 

Pareja 

Cecilia 40 Mujer Maipú 6 5 2° Básico Vendedora 
Persona ex privada de 

la libertad 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
6 La Ley No. 20.595 estableció la creación del subsidio al empleo de la mujer y el “ingreso ético familiar” que establece bonos y 
transferencias condicionadas para las familias en pobreza extrema (Chile, 2012 a). 
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Tabla 2. Entrevistas realizadas a niños, niñas y adolescentes 

 

Nombre 
ficticio 

 
Edad Sexo 

Comuna de 
residencia 

¿Está en la 
escuela? 

Nivel de 
educación 
que cursa 

Sexo del 
adulto en 

prisión 

Familiar a 
cargo 

Leonor 12 Mujer 
Barrio Sol 

Poniente, Maipú 

(Sí) En estos 
momentos se 
encuentran en 
San Bernardo 

4° Básico Mujer Madre 

Jonathan 11 Hombre 
Barrio Sol 

Poniente, Maipú 

(Sí) En estos 
momentos se 
encuentran en 
San Bernardo 

2° Básico Mujer Madre 

Jenny 13 Mujer 
Barrio Sol 

Poniente, Maipú 

(Sí) En estos 
momentos se 
encuentran en 
San Bernardo 

7° Básico Mujer Madre 

Antonia 17 Mujer 
Barrio Sol 

Poniente, Maipú 
Sí 4° Medio Mujer Abuela 

Luz 14 Mujer 
Barrio Poniente, 

Maipú 
Sí 8° Básico Mujer Tía/hermana 

Gary 18 Hombre 
Barrio Sol 

Poniente, Maipú 
No 1° Medio Mujer Madre 

Micaela 7 Mujer Estación Central Sí 2° Básico Hombre Madre 

 

Para ello, se aplicaron tres metodologías: entrevista para adolescentes mayores de 13 años, 
entrevista grupal para niños y niñas de 12 años o menos y entrevista a tres profesionales que 
ejecutan el Programa Abriendo Caminos, a quienes se les preguntó específicamente sobre su 
visión respecto de casos donde los NNA tienen familiares encarcelados por drogas. 
 
Las entrevistas fueron semiestructuradas a partir de un guion elaborado por la coordinadora de 
la investigación regional que se aplicó similarmente en todos los países participantes. 
Adicionalmente, se realizaron dos entrevistas a personas expertas en el tema de estudio, a partir 
de una pauta semiestructurada con temas generales a abordar. Luego se realizó un análisis 
temático con diferentes dimensiones que aparecen en estudios generales sobre el impacto que 
tiene en los NNA tener padres privados de libertad y temas que emergieron de las entrevistas 
con NNA que tienen padres o adultos significativos privados de la libertad por delitos de drogas, 
desarrollados por la contraparte y a fin de permitir su comparabilidad regional. Estos temas son: 
vida afectiva y emocional, vida familiar, sistema educativo, economía del hogar, percepción de 
la justicia, estigma, condena social y discriminación, movilidad y distancias, violencia y prisión 
preventiva. Estos se agruparon en temas más amplios: vida familiar, sistema educativo y barrio-
comunidad y sistema institucional. El análisis jurídico se realizó a través de la revisión de la 
normativa vigente a julio de 2018 con especial énfasis en la referente a los delitos y faltas 
asociadas a las drogas, así como aquella relativa al cumplimiento de penas privativas de 
libertad. 
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CAPÍTULO 1 

Análisis del marco jurídico y regulatorio 
 

 

 
Chile presenta una permanente y ascendente demanda por mayor seguridad, lo que desde la 
década de los 90’s se ha traducido en una política penal cuyo énfasis ha estado en el carácter 
punitivo del sistema penal (CPPUC, 2017). 
  
Según señala la “Política Pública de Reinserción Social 2017”, “Chile posee una tasa de 
encarcelamiento de 236 personas por cada 100,000 habitantes, ocupando el sexto lugar a nivel 
sudamericano” (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2017: 28). Cabe mencionar que Chile 
cuenta con tres subsistemas que forman parte de la Gendarmería: cerrado, semicerrado y 
abierto7, sólo el primero implica una privación total de libertad en establecimientos 
penitenciarios.  
 
En nuestro ordenamiento jurídico, la privación de la libertad debe entenderse como excepcional. 
Ésta puede establecerse como una medida preventiva o de cumplimiento de condena. La prisión 
preventiva tiene, de acuerdo con la normativa, un carácter excepcional.8 
  
En Chile “el encarcelamiento de la población trae consigo consecuencias sociales indeseadas 
que se suelen dejar de lado al momento de analizar sus beneficios para el control del crimen” 
(Valenzuela et al., 2012: 294). La evidencia señala que la privación de la libertad tiene efectos 
diferenciales según se trate de hombres o mujeres, lo cual en la actualidad es ignorado por la 
política penitenciaria (CELS, 2011). La población penal de mujeres corresponde al subgrupo con 
mayor crecimiento en los últimos años, con un aumento cercano a 90% y es la población que 
ingresa al sistema principalmente con cargos por tráfico de drogas (DESC, 2016). 
 
La promulgación de la Ley No. 20.603 en 2013 —que viene a modificar la Ley No. 18.216 y establece 
medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de la libertad— es parte del consenso 
sobre el doble rol que deben jugar las medidas alternativas en nuestro sistema de penas: “servir 
como una real herramienta en el ámbito preventivo especial, esto es de reinserción y alternativa 
a la prisión, pero simultáneamente, constituir una herramienta real y eficiente para dar 
respuesta al fenómeno criminal” (Cámara de Diputados, 2013). De esta forma, se establece que 
las penas privativas o restrictivas de la libertad pueden sustituirse por las de: a) remisión 
condicional, b) reclusión parcial, c) libertad vigilada9, d) libertad vigilada intensiva, e) expulsión 
de extranjeros y f) prestación de servicios en beneficio de la comunidad (Chile, 2012: art. 1). 
Tratándose de condenados por delitos de la Ley No. 20.000, la cual sanciona el tráfico ilícito de 

                                                           
7 En el subsistema cerrado están las personas encarceladas bajo la condición de detenidas, imputadas y condenadas; en el 
semicerrado se encuentran quienes fueron condenados a penas de reclusión, pero que, por acceso a beneficios, cumplen su pena 
en condiciones de semilibertad en Centros de Educación y Trabajo. Finalmente, el subsistema abierto corresponde a las personas 
que han sido condenadas a una de las penas sustitutivas establecidas por la Ley No. 18.216 (remisión condicional de la pena, 
libertad vigilada, libertad vigilada intensiva, prestación de servicios a la comunidad y reclusión parcial en las modalidades 
nocturna, diurna y de fin de semana) o que cuentan con beneficios de reinserción o apremios y están vinculadas a centros de 
reinserción social (Genchi, 2014; CESC, 2015).  
8 De acuerdo con el artículo 139 del Código Procesal Penal, la prisión preventiva sólo procede cuando las demás medidas cautelares 
personales son insuficientes para asegurar las finalidades del procedimiento, la seguridad del ofendido o de la sociedad (Chile, 
2012). 
9 “Podrá decretarse en aquellos delitos contemplados en el artículo 4 de la Ley No. 20.000 (microtráfico), siempre que se cumplan 
los requisitos del artículo 15 de la Ley No. 20.603, esto es, no contar con condena previa por crimen o simple delito y que sus 
antecedentes sociales y características de personalidad del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible permitan 
concluir que una intervención individualizada (como la del artículo 16 de la misma Ley) parece ser eficaz para su efectiva 
reinserción social” (Chile, 2012: art. 15). 



 
 

· 12 · 
 

 

estupefacientes y sustancias psicotrópicas, no puede imponerse esta última alternativa. En 
aquellos casos donde la pena alternativa sea la libertad vigilada o libertad vigilada intensiva 
deberán cumplirse determinadas condiciones que aseguren su efectivo cumplimiento. 
Adicionalmente, si el condenado presenta un “consumo problemático de drogas o alcohol” el 
tribunal deberá imponerle la obligación de asistir a programas de tratamiento de rehabilitación 
de dichas sustancias (Chile, 2012: art. 17). 
  
En línea con lo anterior, la “Política Pública de Reinserción Social 2017” del Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos establece tres líneas de acción para dar cumplimiento a la normativa de 
derechos humanos vigente: a) acceso a la justicia, b) condiciones carcelarias y c) protección de 
la maternidad y de NNA; esto, reconociendo que la privación de la libertad no puede afectar el 
ejercicio de otros derechos garantizados por el ordenamiento jurídico, así como la importancia 
de resguardar las necesidades específicas de grupos cuyas particularidades no parecen ser 
resueltas por la política penitenciaria actual. 
  
 

1.1 Regulación en materia de drogas 
 
Hasta el año 2005 la regulación y sanción de los delitos asociados a las drogas se encontraba 
contenida en la Ley No. 19.366 (Chile, 1995). Una de las principales falencias de dicha norma era 
su “rigidez y desproporcionalidad” ya que, al contar con una sanción única para el delito de 
tráfico de drogas (presidio mayor en su grado mínimo a medio, esto es entre 5 y 15 años de 
prisión), no permitía distinguir penalidades según las características de la actividad realizada 
(Casas et al., 2013). 
  
La Ley No. 20.000 que Sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas 
vino a reemplazar totalmente dicho estatuto; con ésta, tal como ocurre en sistemas comparados, 
la legislación chilena intenta recoger y sancionar múltiples conductas asociadas al llamado 
“ciclo de la droga”, entendiéndose por tal el conjunto de actividades “productivas” vinculadas al 
tráfico, comenzando por la extracción y manufactura de estupefacientes para terminar en su 
posterior comercialización y consumo por el destinatario final (Casas et al., 2013). 
  
La Ley No. 20.000 no ha estado exenta de críticas ni de dificultades en su implementación. En 
primer lugar, es importante señalar que la Ley diferencia las drogas o sustancias psicotrópicas 
en términos de sus efectos: por un lado, aquellas productoras de dependencia física o psíquica 
capaces de provocar graves efectos tóxicos o daños considerables a la salud y, por otro, las que 
no producen dichos efectos (Chile, 2005: art. 1). Lo anterior es relevante en términos de las 
penalidades asociadas a estas drogas, así como del acceso a beneficios para su cumplimiento. 
La categorización específica sobre qué tipo de droga pertenece a qué categoría no es de carácter 
legal, sino administrativa. Dicha categorización ha sido objeto de múltiples críticas por parte de 
la sociedad civil, particularmente, en el caso de la marihuana. 
  
Si bien la Ley hace referencia a diversas conductas, sancionadas como delitos o faltas, para 
efectos de esta investigación resultan relevantes las de tráfico, microtráfico y consumo de 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas. 
 
1.1.1 Tráfico ilícito de estupefacientes 

El artículo 3 de la Ley No. 20.000 señala expresamente que “se entenderá que trafican los que, 
sin contar con la autorización competente, importen, exporten, transporten, adquieran, 
transfieran, sustraigan, posean, suministren, guarden o porten” las sustancias mencionadas en 
el artículo 1 de la Ley o las sustancias o materias primas que sirvan para obtenerlas (Chile, 2005). 
Este artículo incluye además las acciones de quienes trafiquen, induzcan, promuevan o faciliten 
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el uso o consumo de las sustancias referidas en el artículo 1 o las materias primas que sirvan 
para obtenerlas. 
  
La capacidad de las sustancias para producir dependencia física o psíquica, siguiendo la 
tradición que distingue entre drogas “duras” y “blandas”10 (Politoff, 2004: 553) del artículo 1, 
repercute en términos de la sanción a aplicar, ya que si bien ambos casos ameritan penas 
privativas de libertad (que van de los 5 a los 15 años en el caso de drogas duras y hasta los 10 
años para las blandas, más las multas pecuniarias correspondientes), el rango de éstas es 
bastante amplio, aunado a las diferencias en el acceso a beneficios a los que se puede acceder 
en uno u otro caso.  
 

1.1.2 Microtráfico 

El delito de microtráfico fue incorporado al ordenamiento jurídico a través del artículo 4 de la Ley 
No. 20.000; al igual que el delito de tráfico, sanciona a quien “sin la competente autorización 
posea, transporte, guarde o porte consigo en pequeñas cantidades las sustancias o materias 
primas señaladas en el artículo 1, a menos que justifique que están destinadas al consumo 
personal exclusivo y próximo en el tiempo”; adicionalmente, sanciona a quienes transfieran, 
suministren o faciliten a cualquier título pequeñas cantidades de drogas con el objetivo que 
sean consumidas o usadas por otras personas (Chile, 2005). 
  

La incorporación del delito 
de microtráfico viene 
asociada al concepto de 
“pequeñas cantidades”, 
cuya definición no es de 
carácter objetivo, sino 
jurisprudencial, esto 
implica que queda a 
discrecionalidad del 
tribunal competente, 
disminuyendo con ello la 
certeza jurídica que debe 
existir en el ordenamiento 
legal. 
  
La sanción del delito de 
microtráfico (o “tráfico en 
pequeñas cantidades”) es 
inferior a la del tráfico, con 
penas de presidio que van 
desde 541 días a 5 años, más 

multas pecuniarias. Si bien se destaca su incorporación porque bajo esta figura pudo darse una 
“solución parcial” al tratamiento único que se hacía del tráfico sin diferenciar roles ni 
situaciones evidentemente distintas (Casas et al., 2013), la Ley ha sido ampliamente criticada 
por su falta de claridad y, por ende, el amplio espacio que deja a la interpretación de los delitos 
de drogas. Esto afecta no sólo la seguridad jurídica, sino también la responsabilidad penal a la 
que se ven expuestos quienes son sancionados por estos delitos.  
 

                                                           
10 Dicha clasificación está contenida en el Decreto No. 867 donde, por ejemplo, la cocaína y sus derivados, junto con la marihuana, 
se encuentran bajo la categoría de drogas duras (Ministerio del Interior, 2007: art. 1). 

Foto: Marisa Montes 
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El principal problema es que el delito de microtráfico delimita conceptualmente en su límite 
superior con el delito de tráfico y en su límite inferior con el de porte (el cual constituye una falta) 
y con la hipótesis impune de consumo personal exclusivo y próximo en el tiempo (Casas et al., 
2013). 
 

 

1.1.3 Consumo  

El consumo de drogas o sustancias psicotrópicas es sancionado como falta, lo cual implica que 
la sanción puede ser tanto pecuniaria como de asistencia a programas de prevención o 
rehabilitación, realización de actividades en beneficio de la comunidad u otras no sujetas a 
privación de la libertad. 
   
La claridad de la tipificación del delito de microtráfico es crucial, no sólo en términos de 
seguridad jurídica, sino porque su persecución y encarcelamiento conllevan una serie de efectos 
contraproducentes. Por una parte, la adopción de políticas de prohibición de las drogas conlleva 
un aumento de las tasas de encarcelamiento, así como de eficiencia de la política criminal dado 
que, generalmente, afecta a pequeños traficantes de baja peligrosidad que “no ofrecen ningún 
riesgo de cometer un delito violento, lo que representa costos en tiempo y dinero injustificados 
para el sistema de persecución penal que debería resolver problemas de seguridad más 
urgentes y perentorios” (Valenzuela et al., 2012: 13). Por otra parte, el aumento de encarcelamiento 
por delitos de drogas u otros podría afectar el eventual inicio de una carrera delictual por efectos 
de “contaminación criminógena”. 
 
Si bien Chile ha realizado esfuerzos normativos en términos de ampliar las sanciones 
alternativas a la privación de libertad, lo anterior es especialmente preocupante respecto de las 
mujeres. De acuerdo con la evidencia disponible, como ya se mencionó, la población penal de 
mujeres corresponde al subgrupo con mayor crecimiento en los últimos años, con un aumento 
cercano a 90%, y que ingresa al sistema principalmente con cargos por tráfico de drogas (DESC, 
2016). En la misma línea, de acuerdo con la Corporación Humanas (2015), en abril de 2015, 1,889 
mujeres se encontraban privadas de la libertad por delitos asociados a las drogas en Chile, lo 
que corresponde a 58.9% de la población femenina recluida. 11 Lo anterior implica un aumento de 
16.7% en los últimos 3 años, ya que un estudio realizado por la División de Reinserción Social del 
Ministerio de Justicia evidenciaba que, en 2012, 42.2% de las mujeres recluidas lo estaba por 
delitos asociados a las drogas. Estos porcentajes resultan preocupantes, ya que cada año el país 
se acerca más al promedio latinoamericano que, de acuerdo con los estudios citados, se calcula 
en 70%. 
  
Los efectos de la prisión son tanto personales como familiares, afectando directamente a los 
hijos e hijas. Al respecto, un estudio de 2012 reveló que el ingreso a prisión, de al menos la mitad 
de las mujeres cuyo rol en ese momento es de cuidador y/o sostenedor principal de los hijos, 
“multiplica el impacto de la separación madre-hijo, el empobrecimiento del hogar y las 
dificultades del ajuste familiar para proveer un cuidador ya que, tras su ingreso a la cárcel, 70% 
de los menores queda en un hogar sin padre ni madre a cargo”, lo cual cobra relevancia en tanto 
que 91% de las reclusas declara tener hijos (Valenzuela et al., 2012: 7). 
  
Aunado a lo anterior, los hijos e hijas de las personas privadas de la libertad por delitos de drogas 
también se ven expuestos a un sistema penitenciario que no considera las condiciones para una 
adecuada protección de los derechos de los NNA en un contexto complejo como la cárcel. A 
continuación, nos referiremos a tres ámbitos de resguardo especial para ellos. 

                                                           
11 Dependiendo del cumplimiento de ciertos requisitos y condiciones, la Ley No. 20.603 establece penas alternativas a la privación 
de la libertad tales como: remisión condicional de la pena, libertad vigilada, reclusión parcial, libertad vigilada intensiva, 
prestación de servicios en beneficio de la comunidad y expulsión de extranjeros (Chile, 2012). 
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1.2 Derechos de los niños, niñas y adolescentes con madres y/o padres privados 
de la libertad  
 
En términos generales, es posible afirmar que nuestro país no cuenta con un sistema integral 
de protección de los derechos de los NNA que permita su consideración primordial 
independiente de la situación en que se encuentren sus padres como ocurre cuando ellos están 
encarcelados. 
  
En este apartado, primero revisaremos la exposición de los NNAPES a los procedimientos de 
investigación por delitos de drogas, para luego referirnos más específicamente al momento en 
que sus madres y/o padres se encuentran privados de la libertad.  
 

 

1.2.1 Derecho a la no violencia durante el procedimiento de investigación  

Los derechos de los NNAPES pueden verse afectados indirectamente por las actividades de 
investigación y persecución de los delitos cometidos por los adultos que viven en su hogar o 
contexto barrial; por ejemplo, en el caso de los delitos relacionados con drogas debe tenerse 
especial cuidado con las acciones de acceso y registro que se realizan para obtener pruebas o 
encontrar y detener a quienes son investigados por su eventual participación en estos ilícitos. Si 
bien la normativa chilena regula las garantías que deben cautelarse (Chile, 2000: art. 205 y 208), 
muchas veces no se consideran de manera pertinente los derechos de los NNA que viven con las 
personas investigadas o se encuentran presentes al momento de la ocurrencia de dichas 
acciones, particularmente tratándose de allanamientos.  
 
Esto ha sido ampliamente denunciado por organismos de derechos humanos, en particular, a 
propósito de las situaciones violentas presenciadas o sufridas por NNA en la región de La 
Araucanía12 por la persecución de delitos ocurridos en el contexto del conflicto mapuche. Por ello, 
UNICEF ha recomendado a la Policía de Investigaciones (PDI) y a Carabineros que “en la 
planificación de todo procedimiento de entrada y registro en una comunidad mapuche, un 
funcionario policial, especialmente capacitado, se haga cargo del trato con los NNA”. Esto 
implica averiguar si hay NNA en el lugar del procedimiento policial e incorporar el interés 
superior del niño como criterio para establecer la estrategia de actuación, su ejecución y 
evaluación, “así como el cuidado de los NNA durante y después del procedimiento” (UNICEF, 2012: 
44). 
 
 Lo anterior es plenamente aplicable al contexto de investigaciones por delitos de drogas; no 
obstante, es fundamental destacar que, sin importar el contexto en que se realicen los 
procedimientos policiales asociados con la investigación, el interés superior del niño debe ser 
tomado como una consideración primordial. 
  
 

1.2.2 Derechos vinculados con la protección de los niños, niñas y adolescentes con madres y/o 
padres privados de la libertad 

1.2.2.1 No separación 

22% de los hijos de las mujeres recluidas se encuentra en edad preescolar. Existe evidencia sobre 
el daño, en términos de apego, que implica la separación de los lactantes de sus madres. Al 
respecto, el ordenamiento jurídico establece la separación del medio familiar como excepcional 
y una medida de ultima ratio siempre que no exista resolución judicial en contra y se cumplan 

                                                           
12 En la zona de La Araucanía ha tenido lugar un conflicto histórico debido a las tierras que reclama el pueblo mapuche por ser de 
dominio indígena. Dicha región ha sufrido una serie de actos violentos, por parte de personas o grupos indeterminados, que han 
tenido como sujetos de investigación a comunidades mapuches o a alguno de sus integrantes.  
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los requisitos establecidos en la normativa. Dependiendo del régimen bajo el cual las mujeres 
se encuentran privadas de la libertad, la regulación distingue entre las adultas y aquellas que se 
encuentran institucionalizadas por infracciones a la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente. 
   
En el caso de las mujeres adultas 
encarceladas, el artículo 19 del 
Reglamento de Establecimientos 
Penitenciarios13 señala que estos 
“contarán con espacios y condiciones 
adecuadas para el cuidado y tratamiento 
pre y postnatal, así como para la atención 
de los hijos lactantes de las internas”. En 
relación con el parto y las condiciones en 
que debe realizarse, la Corte Suprema 
(2016) se ha pronunciado sobre la cautela 
de derechos que debe tenerse en todo el 
proceso asociado al mismo; esto, a 
propósito del caso de Lorenza Cayuhan, 
quien fue trasladada al hospital 
correspondiente engrillada y cuyo parto 
no sólo se realizó en igual condición, sino 
también bajo la custodia de un gendarme.  
   
El Reglamento señala además que, donde 
no existan centros penitenciarios 
femeninos, las internas que se hallen en la 
situación antes descrita “permanecerán 
en dependencias separadas del resto de la 
población penal”. De esta forma, se 
reconoce la necesidad de contar con 
espacios separados para el cuidado del 
lactante y su madre independiente del 
establecimiento penitenciario en el que 
estén. Adicionalmente, el Reglamento 
establece el deber de coordinación con el 
Servicio Nacional de Menores (SENAME) “para los efectos de la respectiva subvención y de los 
programas o medidas que dicha Institución deberá desarrollar para el adecuado cuidado de los 
niños” (la Ley entiende que en estos casos un centro de reclusión cumple el fin de un “centro 
residencial transitorio” y, por ende, es objeto de subvención). La “Política Pública de Reinserción 
Social 2017” del Ministerio de Justicia da cuenta de los cambios programáticos que surgen de la 
modificación normativa (actualmente en tramitación) de esta vinculación entre la Gendarmería 
y el SENAME en términos de financiamiento y operación de programas, quedando estos bajo la 
total responsabilidad de la primera. 
 
En el caso de las mujeres embarazadas o con hijos lactantes que están en reclusión por 
infracciones a la Ley No. 20.084 que establece un Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente, 
el Reglamento correspondiente (Ministerio de Justicia, 2007) regula diversos deberes y derechos 
respecto de las madres infractoras y sus hijos (artículo 96 y siguientes), entre los que se 
mencionan: 

 

                                                           
13 Actualmente, el Reglamento se encuentra en proceso de actualización, por lo que conviene aclarar que las referencias hechas 
corresponden al texto vigente en junio de 2018.   

Foto: Marisa Montes 
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1) el derecho de las internas embarazadas a que se realicen las gestiones necesarias para 
la debida atención del parto (traslado a un recinto hospitalario público o privado según 
corresponda) y la inscripción del niño o niña en el Servicio de Registro Civil (con los 
debidos resguardos para su privacidad); 

2) el derecho a la salida maternal de las internas embarazadas —con 6 semanas de 
anticipación al parto y hasta por 12 semanas después de ocurrido éste— para cumplir la 
privación de la libertad en su domicilio o en un lugar apropiado (contando previamente 
con la autorización del director del centro penitenciario, la ratificación del juez de control 
de ejecución y siempre que la salida sea bajo la supervisión del SENAME); 

3) el derecho del niño o niña a que le practiquen los controles de salud correspondientes 
(bajo responsabilidad del director del centro penitenciario); 

4) el derecho de las madres y sus hijos e hijas lactantes a permanecer en dependencias 
especiales para facilitar el contacto materno filial (es responsabilidad del director del 
centro penitenciario el resguardo de las condiciones higiénicas y sanitarias, así como los 
cuidados especiales que ambos requieran); 

5) el derecho del niño o niña a permanecer hasta la edad de 2 años en el establecimiento 
penitenciario donde está su madre (o padre cuando tenga el cuidado personal del 
lactante y éste no sea compartido con la madre y no exista algún adulto que pueda 
encargarse del mismo), este período podrá ampliarse hasta un máximo de 6 años bajo 
circunstancias excepcionales y previa autorización del juez de familia (los padres 
deberán contar con apoyo especializado durante todo el período de permanencia del 
lactante en el establecimiento y, una vez cumplido el plazo máximo, el niño o niña deberá 
ser entregado al cuidado de su familia); 

6) el derecho de los y las adolescentes a no verse presionados a ceder en forma definitiva el 
cuidado personal de sus hijos o hijas; 

7) derecho al juez de familia competente para la adopción de las medidas de protección 
pertinentes; 

8) el derecho a la educación de los niños y niñas en recintos habilitados de sala cuna del 
centro penitenciario con personal profesional y técnico especializado y, en el caso de 
niñas y niños mayores, asistencia a establecimientos de la Junta Nacional de Jardines 
Infantiles (JUNJI) o a los que ésta indique (siempre deberá privilegiarse el contacto con el 
mundo exterior); 

9) el derecho de las madres embarazadas, las que han dado a luz hasta 6 meses antes de 
su reclusión y las que tienen hijos lactantes a no recibir sanciones disciplinarias del 
Reglamento.  

 

 

1.2.2.2 Derecho al contacto regular y directo entre los niños, niñas y adolescentes y sus madres 
y/o padres privados de la libertad 

Tal como reconoce la “Política Pública de Reinserción Social 2017” del Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos, así como las reglas emitidas por la ONU sobre el tratamiento de los 
reclusos14 y los derechos de los NNA, la mantención de la relación entre la persona privada de la 
libertad y su familia –particularmente, con sus hijos e hijas– es fundamental. Sin embargo, 
nuestra normativa no siempre la favorece, ya que suele omitir un tratamiento diferenciado y 
respetuoso de las particularidades de los visitantes. Así ocurre en el caso de los NNA que, en su 
calidad de sujetos de derechos, requieren ciertas garantías especiales que, reconociendo sus 
particularidades, otorguen una protección especial para el ejercicio de sus derechos. 
   

                                                           
14 Particularmente las de Mandela, Bangkok y los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de 
Libertad en las Américas. 
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Tanto para adultos como para adolescentes infractores de la ley penal, se contemplan en los 
reglamentos correspondientes las visitas de los hijos e hijas que no viven con su referente adulto 
privado de la libertad. En el caso de los padres y madres adolescentes, se resguarda 
expresamente la periodicidad de las visitas (pudiendo ser diarias), así como la privacidad y el 
contacto físico con sus hijos e hijas. 
 
El Reglamento de Establecimientos Penitenciarios contiene un párrafo sobre “visitas” donde se 
establece como un derecho de las personas condenadas tener al menos una visita semanal de 
sus familiares u otros autorizados por ellas. En este tipo de visitas sólo se permiten mayores de 
14 años. Adicionalmente, se regulan las “visitas especiales”, dentro de las cuales se consideran 
las “visitas familiares” a las que pueden asistir los hijos e hijas de la persona encarcelada o de 
su pareja (si son menores de edad sólo podrán ingresar bajo este tipo de visitas). Éstas se 
otorgan a las y los internos que no gozan de permisos de salida y deben cumplir una serie de 
requisitos tales como: ser solicitadas y aprobadas por el alcalde, realizarse en recintos 
adecuados y los NNA siempre deben ir “acompañados del adulto a cuyo cuidado se encuentren” 
(Chile, 1998: art. 50, 51 y 52). Las visitas familiares deben efectuarse en dependencias 
especialmente habilitadas y bajo las condiciones de enrolamiento detalladas en la normativa 
vigente. En términos de su duración y periodicidad, éstas pueden concederse mínimo 2 veces al 
mes y cada una debe durar al menos 1 hora y máximo 3. 
   
Sin perjuicio de la diferenciación por edad, el Reglamento es genérico sobre el tratamiento que 
debe darse a los visitantes durante el registro que se realiza “por razones de seguridad”15, lo cual 
es bastante negativo para los NNA en términos de sus derechos, pues quedan expuestos a 
procedimientos como la revisión corporal al ingreso al establecimiento16, misma que resulta 
incómoda y vergonzosa para ellos (Lecaros y Rebolledo, 2015) y, en muchos casos, provoca que 
sus padres decidan que no los visiten más para no someterlos a esto (Castro, 2011 apud CPPUC, 
2017). 
 
La regulación sobre las visitas familiares (principalmente de los hijos e hijas) evidencia que 
éstas se conciben y realizan en absoluta referencia a la situación de los adultos internos, sin 
considerar que se vinculan con el derecho de los NNA a mantener una relación directa y regular 
con sus familiares independientemente de la privación de la libertad en la que se encuentran.    

  

                                                           
15 El artículo 54 del Reglamento indica que la revisión corporal del visitante debe realizarse por personal del mismo sexo y 
empleando la revisión manual y con sensores, sin embargo, no distingue medidas específicas para personas menores de edad. 
16 Así lo sostiene, por ejemplo, el fallo de la Corte Suprema del 16 de noviembre de 2017 que confirma el emitido por la Segunda Sala 
de la Corte de Apelaciones de La Serena el 7 de septiembre de 2017, en autos 1378/2017, donde se enfatizan las condiciones indignas 
y degradantes de revisión corporal de NNA en los procedimientos para visitar a los internos en establecimientos penitenciarios. 
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CAPÍTULO 2 

Aproximación cuantitativa al trabajo de campo 
 

 

 
2.1 Datos generales sobre personas privadas de la libertad 
 
A continuación, se presentan datos sobre la población penal en Chile, los cuales se obtuvieron 
de la información publicada por Gendarmería en su sitio web,17 así como de la recopilada a través 
de una solicitud de transparencia presentada ante esa institución y de diferentes estudios 
basados en datos oficiales.  
 
Al analizar las cifras se observa que la mayoría de los adultos privados de la libertad son 
hombres y sólo 8.8% son mujeres, la mayoría de ellas se concentra en el tramo de los 30 a 59 
años de edad y 39% tiene entre 26 y 35 años. De la revisión de la nacionalidad de las personas 
privadas de la libertad se obtiene que, de las mujeres extranjeras, más de la mitad son 
bolivianas, 18% son peruanas y 12.3% son colombianas (el resto de las nacionalidades suman 
6%).  
 

Tabla 2. Distribución de la población penal recluida según tramo etario y sexo 
 

Tramo etario Hombres Mujeres Total 

18-19 937 79 1,016 

20-24 6,802 557 7,359 

25-29 8,653 741 9,394 

30-34 7,298 636 7,934 

35-39 5,649 512 6,161 

40-44 3,366 317 3,683 

45-49 2,419 231 2,650 

50-54 1,519 193 1,712 

55-59 898 122 1,020 

60-64 485 76 561 

65-69 243 33 276 

70-74 135 10 145 

75-79 56 3 59 

80-84 32 0 32 

85-89 13 0 13 

90-94 4 0 4 

S.I. 7 2 9 

TOTAL 38,516 3,512 42,028 

 

Fuente: Gendarmería de Chile a través del sistema de transparencia (junio 2018). 
 

                                                           
17 Las estadísticas que se exponen a lo largo de este capítulo y otras que podrían ser de interés para el lector pueden consultarse en 
http://www.gendarmeria.gob.cl/estadisticas.jsp 

http://www.gendarmeria.gob.cl/estadisticas.jsp
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De acuerdo con Gendarmería (2018), la mayoría de las mujeres (86%) y hombres (65%) privados 
de la libertad declara tener hijos (específicamente, 2,076 mujeres y 17,217 hombres cuya edad 
oscila entre los 18 y 40 años señalaron tener un hijo vivo). En mayo de 2018 había 117 lactantes 
viviendo con sus madres privadas de la libertad, si bien no se recibió información de 
Gendarmería sobre cuántas de ellas estaban en reclusión por delitos de drogas, según datos de 
2017 esos delitos correspondían casi al 50% de la muestra.  
 
Tomando en consideración que, en junio de 2018, había 19,293 madres y padres privados de la 
libertad y aplicando a esta cifra la tasa de fecundidad del estudio realizado por Gendarmería el 
año 2015, donde se señaló que las mujeres encarceladas tienen en promedio 2.7 hijos, se estima 
que en Chile hay aproximadamente 52,091 NNAPES. 
 

 
2.2 Distribución por tipo de delito 
 
La mayoría de la población penal se encuentra recluida por robos y, en segundo lugar, por delitos 
de drogas (22.9%). En la Tabla 3 se puede observar que, en el caso de las mujeres, los delitos de 
drogas son la primera causa de encarcelamiento. 
  

Tabla 3. Distribución de los delitos que motivaron la reclusión de la población penal según 
sexo.  

 

Delito Hombre % Mujer % Total % 

Robos 21,194 44% 966 24% 22,160 42.85% 

Drogas 7,642 16% 1,912 48% 9,554 18.47% 

Faltas 2,534 5% 254 6% 2,788 5.39% 

Homicidios 3,079 6% 182 5% 3,261 6.30% 

Delitos sexuales 2,590 5% 15 0% 2,605 5.04% 

Hurtos 2,179 5% 348 9% 2,527 4.89% 

Lesiones 2,534 5% 69 2% 2,603 5.03% 

Ley del Tránsito 1,015 2% 18 0% 1,033 2.00% 

Delitos Económicos 308 1% 33 1% 341 0.66% 

Otros delitos contra la propiedad 3,613 8% 125 3% 3,738 7.23% 

Otros delitos 1,072 2% 39 1% 1,111 2.15% 

Total 47,760 100% 3,961 100% 51,721 100% 

 

Fuente: Gendarmería de Chile a través del sistema de transparencia (junio 2018). 
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2.3 Delitos de drogas 
 
Según datos del Observatorio del Narcotráfico de la Fiscalía Nacional, entre los años 2006 y 2016 
hubo un aumento de 45% en los condenados por delitos de drogas, donde el microtráfico fue el 
tipo de delito con el incremento más significativo de condenados. Esto fue resultado de la Ley 
No. 20.000.  
 

Imagen 1. Distribución de los condenados por drogas según tipo de delito y año (2006-2016) 
 

 
 

Fuente: Sistema de Apoyo a los Fiscales (SAF); imagen tomada de Informe 2017: Observatorio 
del Narcotráfico en Chile (Fiscalía Nacional, 2017: 23). 

 

En cuanto a la cantidad de condenados por faltas como tenencia y consumo, desde 2006 a la 
fecha, ha aumentado alrededor de 50%, teniendo como años críticos del 2010 al 2013.  
 

Imagen 2. Distribución de los condenados por faltas asociadas a las drogas según año (2006-
2016) 

 

 
 

Fuente: Sistema de Apoyo a los Fiscales (SAF); imagen tomada de Informe 2017: Observatorio 
del Narcotráfico en Chile (Fiscalía Nacional, 2017: 24). 
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En el caso de las mujeres, como ya se ha mencionado, casi 50% está en prisión por delitos de 
drogas. La mayoría de las mujeres (60%) y hombres (65%) que están en reclusión por infracciones 
a la Ley No. 20.000 se concentra en el tramo de los 20 a 39 años, tal como se aprecia en la Gráfica 1.  

 

Gráfica 1. Porcentaje de mujeres y hombres privados de la libertad por delitos de drogas  
según tramo etario. 

 
Fuente: Gendarmería de Chile a través del sistema de transparencia (junio 2018). 

 

Al analizar los delitos de drogas en la población femenina en reclusión se observa que la mayoría 
(53.4%) lo estaba por microtráfico en el año 2015. 
 
 

Tabla 4. Delitos de drogas por los que las mujeres se encuentran privadas de la libertad (2015). 
 

Tipo de delitos por drogas % 

Microtráfico 53.4% 

Tráfico 28.5% 

Más de un delito asociado a drogas 11.1% 

Delito asociado a drogas y otros 7% 

 

Fuente: Mujeres encarceladas por delitos de drogas en Chile (Corporación Humanas, 2015). 
 

Adicionalmente, Gendarmería cuenta con el registro de los “enrolados”, es decir, las personas 
que se encuentran inscritas y registradas para visitar a un interno. El trámite consiste en 
presentar un documento de identificación con una fotografía idéntica al aspecto actual y 
declarar el parentesco con la persona que se visita. Cada persona debe enrolarse por cada 



 
 

· 23 · 
 

 

privado de la libertad que visita (EnMarcha, 2015). De esta manera, se podría calcular la magnitud 
del número de NNA que asisten a los centros penales. 
  
Los registros de personas enroladas en nuestro país constatan datos para NNA entre los 0 y 17 
años. La información de la Tabla 5 corresponde a los enrolados entre 2017 y mayo de 2018. Se 
observa un alto número de niños y niñas entre los 0 y 3 años, luego entre los 5 y 10 años. La 
proporción entre los otros tramos etarios es bastante similar. 
 

Tabla 5. Niños, niñas y adolescentes enrolados para visitar internos según tramo etario y sexo.  
 

Edad 

Sexo 
>=0 < 3 >= 3 < 5 >= 5 < 10 >= 10 < 14 >= 14 <= 17 Total general 

Hombre 3,530 1,880 2,856 1,786 1,573 11,625 

Mujer 3,553 1,778 2,821 1,735 1,903 11,790 

Total general 7,082 3,657 5,677 3,521 3,478 23,415 

 

Fuente: Gendarmería de Chile a través del sistema de transparencia (junio 2018). 
 

En síntesis, queda en evidencia que el número de personas encarceladas por delitos de drogas 
aumentó desde que entró en vigor la Ley No. 20.000 y que la mayoría de las mujeres privadas de 
la libertad lo está por delitos de drogas, por lo que se podría asumir que una importante cantidad 
de ellas vive junto con hijos e hijas lactantes y además recibe visitas de NNA, donde una alta 
proporción se encuentra entre los 0 y 3 años.   
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CAPÍTULO 3 

Aproximación cualitativa al trabajo de campo 
 

 

A continuación, se presenta el análisis de las entrevistas realizadas a los NNAPES, sus 
cuidadores principales y los profesionales que integran el equipo del Programa Abriendo 
Caminos (PAC). A modo general, se considera primordial tener en cuenta que para comprender, 
desde la perspectiva de los NNA, el impacto que tiene en ellos tener a un adulto significativo 
privado de la libertad por motivos de drogas es necesario considerar su edad como un factor 
fundamental en la comprensión y alcance de lo que viven, ya que los sistemas o microsistemas 
que interactúan con los NNA difieren conforme van creciendo en edad. Por ejemplo, mientras 
menos edad tienen los niños y niñas su área inmediata de impacto está relacionada 
exclusivamente con su familia directa, es decir, el impacto se acota a la relación con sus 
hermanos, abuelos, tíos, y los cambios que se dan entre ellos y la dinámica establecida. En el 
caso de los niños y niñas de mayor edad, así como en los y las adolescentes, la familia es uno de 
los ámbitos de impacto, sin embargo, no es el único, ya que a éste se suman la escuela, el barrio, 
los amigos.   
 

 

3.1 Niños, niñas y adolescentes con madres y/o padres privados de la libertad 
 

3.1.1 Vida familiar  

De acuerdo con las entrevistas realizadas, la vida familiar es el ámbito transversal que más se 
ve afectado en NNAPES de todas las edades. Las familias, en todos los casos, están constituidas 
como familias extensas, es decir, incluyen, además de padres y hermanos, tíos, abuelos y primos. 
En este contexto, se observan diferentes situaciones que producen cambios en las dinámicas 
establecidas en el ámbito del hogar, por ejemplo, los cambios en los roles de cuidado, la 
economía del hogar, la reubicación (traslados/cambios de vivienda fuera del barrio) y la 
violencia intrafamiliar.  

 

“[Vivo] con mi mamá, mi abuela, mi tata, mi primo, mi tía, mi hermano y con mi papi” 
—Micaela, 7 años. 

 
 

3.1.1.1 Cambios de roles 

En cuanto a los cambios en los roles de cuidado, se aprecian mayores cambios en el grupo 
familiar cuando la madre es quien resulta privada de la libertad. No obstante, en la mayoría de 
los casos, los NNAPES asumen diferentes responsabilidades porque quienes quedan como sus 
cuidadores principales se encuentran trabajando o, en algunos casos, no han llegado de la 
escuela cuando se trata de un hermano o primo mayor. En este sentido se observa que niñas y 
niños de 7 años se quedan solos en sus casas y adolescentes se hacen cargo de sus hermanos 
menores.  
 

“Hoy día mi mamá no trabajó, pero los otros días me quedo sola, después llega mi primo, 
después llega mi tata, después llega mi abueli, mi tía Nati, mi mamá y todo, el Ale” 

—Micaela, 7 años. 
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“Me levanto yo sola y después levanto a mi hermano chico, tomamos desayuno juntos y 
después nos vamos al colegio los tres, con mi hermana” 

—Jenny, 13 años. 
 

Además, cuando el microtráfico es un negocio familiar, el consumo está presente en los 
cuidadores o hay familiares en conflicto con la justicia, una dificultad es encontrar adultos 
significativos que se quieran hacer cargo de los NNAPES (éste podría ser un factor diferenciador 
en las situaciones que les toca vivir). 
  
Por último, también se observa un cambio de roles donde hay NNA que empiezan a hacerse cargo 
de adultos significativos, por ejemplo, intercambiando el rol madre/hija.  
 

“Entonces yo tenía miedo y todavía tengo miedo de que lo vuelva a hacer, cuando uno está en 
apuro y esas cosas, todo por tenerle un plato de comida a sus hijos, lo van a hacer, entonces 
trato de ayudarla yo mentalmente para que no lo vuelva a hacer, que esa no es la solución y 

que ella puede salir adelante porque siempre lo ha hecho así, porque es madre soltera y nunca 
le pide nada a nadie” 

 —Antonia, 17 años. 
 

“Sí, aunque siempre ha sido impulsiva, pero ahora salió más impulsiva, más peleadora, pero 
nada que hacer, lo único que me queda es apoyarla y tratar de convencerla que no anduviera 

peleando en la calle y que no se rebajara al nivel de los demás, le digo” 
—Antonia, 17 años. 

 
3.1.1.2 Economía del hogar 

Generalmente el adulto significativo que se encuentra privado de la libertad es el jefe de hogar, 
es decir, quien entrega el sustento económico a la familia. En este ámbito, cuando la madre se 
encuentra en reclusión es mayor el empobrecimiento familiar. 
  
Al respecto, las entrevistas con los NNAPES dan cuenta de que su estándar de vida se ve resentido 
y dañado, lo cual les genera una preocupación mayor, por ejemplo, ante los problemas 
económicos que pueden surgir por la falta de la figura materna como sustento del hogar, 
principalmente, por el hecho de que sus hermanos menores no puedan comer. 
  
Asimismo, se observa que los NNA mayores deben asumir roles parentales para sostener la 
economía familiar cuando su madre o padre es privado de la libertad y tienen hermanos o 
hermanas menores. 
 

“Pasé de estudiar a tener que trabajar por mis hermanas, porque si yo no lo hacía yo decía ¿qué 
van a comer?, porque a veces tenía que andarme consiguiendo plata con mi madrina, con mi 

otra abuela, con alguna antes de comprarles mercadería para que pudieran comer porque si no, 
no podían hacer nada, porque mi mamá era el sustento de la casa y se vio mucho la falta de 
ella, y después no sé, […] así se basó mi vida en ese tiempo, que era estudiar trabajar, estudiar 

trabajar y estudiar trabajar” 
—Antonia, 17 años. 

 

Otro punto que emerge en las entrevistas es el microtráfico como negocio familiar, del cual los 
NNAPES se dan cuenta. En ellos hay una percepción de que el tráfico es una alternativa para 
acceder a cosas que, de otro modo, no consideran posibles.  

 

 



 
 

· 26 · 
 

 

“Ella lo único que ha hecho en su vida es traficar, o sea antes jugaba a la pelota, pero igual 
traficaba” 

—Luz, 14 años. 
 

“Me dijo que no era la primera vez que lo hacía, y a veces nunca entendía de dónde sacaba 
tanto dinero, tanta ropa de marca, tantas zapatillas de marca, pero ahí estaba la respuesta, era 

por eso” 
—Antonia, 17 años.  

 

Un aspecto importante para considerar es que dada la configuración socio-territorial de la 
ciudad de Santiago, hay sectores donde se concentran “bolsones” de pobreza, por ejemplo, datos 
de la organización de la sociedad civil EnMarcha muestran que 56% de la cobertura del Programa 
Abriendo Caminos en una comuna de la región Metropolitana se concentra en 3 kilómetros 
cuadrados. Estos bolsones están caracterizados por su baja conectividad, mala calidad de las 
viviendas, precarización del empleo, entre otras variables de vulneración. Las economías 
familiares se sostienen en dinámicas locales, pues el empleo debe ser compatible con el cuidado 
de los NNA. 
  
Los NNAPES refieren que el microtráfico es una “oferta de empleo” que llega a la casa de sus 
familiares. En este sentido, un aspecto que podría ser diferenciador es que, cuando el 
microtráfico es vivido como un negocio familiar, los NNA se ven involucrados en el delito. 

 

“Ellos salían y me dejaban todo a mí, todo, así como el negocio, me dejaban a mí, me decían 
“si viene alguien véndele” y cosas así, y venían y yo no los pescaba [no les ponía atención], 

porque yo no quería vender de eso, porque podían pasar los carabineros y pillarme a mí, y a mí 
me iban a llevar porque no iba a estar nadie en la casa” 

—Luz, 14 años. 
 

3.1.1.3 Cambios de vivienda / traslados con sus familias 

Otras afectaciones mencionadas en las entrevistas fueron los traslados o cambios de domicilio. 
Todos los NNAPES señalaron que se mudaron al hogar de su nuevo cuidador principal o, junto 
con el resto de su familia, se cambiaron de casa como una estrategia frente a los posibles 
allanamientos. En algunos casos, los NNA se mudaron a la casa de sus padres y, en otros, se 
fueron a vivir con sus abuelos o hermanos.  

  

“Después yo me fui con mis hermanos más chicos, me fui de aquí, me fui donde mi papá a 
vivir, aquí se quedaron viviendo mi abuela y mi tío nomas po, y mi hermana se fue pa donde el 

pololo [novio]” 
 —Gary, 18 años. 

 

El cambio de hogar implica muchas veces cambiar, además, de establecimiento educativo. 
 

“Los inscribimos allá po, pero después los sacamos porque el colegio como que los trataba mal 
–parece– y era muy malo, y después salió mi mamá y nos vinimos pa acá nomas” 

—Gary, 18 años.  
 

3.1.1.4 Vida afectiva-emocional 

Uno de los impactos que reflejan las entrevistas con NNAPES guarda relación con su vida afectiva 
y emocional; la mayoría dio cuenta de altos niveles de estrés a nivel individual y familiar 
producto de la situación a la que está expuesta. Asimismo, los NNA expresaron situaciones que 
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les causan miedo y angustia, así como sentimientos de rabia, desilusión y vergüenza respecto 
de la forma en que viven sus padres o adultos significativos. 
 

 

“Mi tata ya no dio más y me llevó a la casa de un amigo de él para que me mostraran en un 
computador una noticia y, yo no pensé nunca, me dijo que se trataba de mi mamá. Entonces, 

llegué a esa casa y me mostró la noticia y, de repente, veo que hay una figura de una mujer con 
un polerón tapándose y las zapatillas, yo reconocí las zapatillas porque es fanática de las 

zapatillas con aire, reconocí las zapatillas y el polerón, aparte mi mamá donde tiene un físico, 
es alta y es un poco maceteada [robusta], y la reconocí, ahí dije es mi mamá, y decía “incautan 
2 kilos de cocaína –si no me equivoco–, marihuana y –no sé qué más–” y ahí dije ¡mi mamá!, 
dije yo ¿por qué hace eso mi mamá?, ¿por qué nunca me dijo a mí que yo era su hija mayor?, 

¿por qué no me dijeron antes?” 
 —Antonia, 17 años. 

 

“Lo único que hacía era dormir, si no estaba durmiendo estaba llorando, dormir, llorar, en eso 
se basaba mi día” 
—Antonia, 17 años. 

 
“Cada vez que hablaban de los papás y esa cosa yo me ponía a llorar y nadie sabía por qué 

lloraba, y a veces igual era fome que todos decían mi mamá hace esto, mi mamá trabaja, mi 
mamá me compra todo, y yo no podía decir eso de mi mamá, ¿qué podía decir yo? mi mamá 

está detenida y ¿por qué está detenida? por drogas” 
—Antonia, 17 años.  

 

La vida afectiva de los NNA también se ve modificada porque, en algunos casos, no siempre 
gozaban de una buena relación con sus padres, sin embargo, la privación de la libertad hace que 
modifiquen o resignifiquen la necesidad y relación que tenían con ellos siendo más permisivos 
y/o tolerantes.  
 

“Con su carácter, pesada, y algunas veces simpática conmigo, es como que ella casi nunca se 
preocupó de nosotros, pero yo –a pesar de cómo sea– yo siempre va a ser como mi única 

persona importante del mundo porque, por ejemplo, mi hermana ya no le gusta hablar con ella 
y a mi lo único que me importa es que me llame cuando ella prende el celular” 

—Luz, 14 años. 
 

“Peleábamos, yo me portaba mal, ella me retaba, me castigaba, ahora después, ahora me deja 
hacer de todo, a donde tengo mi edad igual, y ahora nos llevamos más bien” 

—Gary, 18 años. 
 

Cabe mencionar que la niña de menor edad entrevistada enfatizó los aspectos positivos del 
vínculo y las cosas que le gustaría hacer con su padre, con lo cual queda en evidencia que niñas 
y niños pequeños pueden distinguir entre un antes y un después de su relación con el referente 
adulto privado de la libertad.  

 

“Jugar, porque cuando esté mi papá, cuando no se lo llevaron para allá yo jugaba con él” 
—Micaela, 7 años. 
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3.1.1.5 Violencia en el hogar  

La violencia al interior del hogar es vivida de diferentes maneras por los NNA entrevistados. Por 
un lado, hay casos que se encuentran en un contexto continuo de violencia y drogas, donde los 
NNA están en una desprotección familiar más amplia y la violencia intrafamiliar es normalizada. 
Una niña señaló haber sido golpeada por su madre, quien está privada de la libertad por 
microtráfico, y luego por su madrina y padre, quienes tenían su tutela, a los tres los demandó.   
 

“Ahí yo ya no vivía con ella, porque yo a mi mamá le hice una demanda, porque ella me 
maltrataba, así que le hice una demanda y me tuve que ir con mi hermana y después me fui con 

mi madrina, pero primero me fui con mi hermana y ahí cuando le fueron a contar a mi 
hermana de que le estaban reventando a mi mamá, nos vinimos para acá corriendo, o sea yo 

me vine corriendo, ellos vivieron en auto” 
—Luz, 14 años. 

 
“Me fue a buscar a la casa, fue con dos hombres que yo no conocía, me empezó a tratar mal, 
un hombre me pegó y llegando a la casa de ella me pegó ella y mi papá —después llamé a mi 

hermana—, llegando a la casa quedé inconsciente (como por cuatro horas quedé inconsciente) 
y de ahí me fui” 
 —Luz, 14 años. 

 

Por otro lado, los NNAPES padecen situaciones de violencia al ser testigos y víctimas de los 
allanamientos que se realizan en sus hogares, los cuales perciben como algo común.  

 

“Cuando llegaban los de Carabineros o los de la PDI a registrar o ver lo que tenías en la casa” 
Entrevista grupal, sin edad especificada. 

  
“Cuando llegaron nosotros estábamos arreglándonos para el colegio y después empezaron a 

revisar la casa, y después trajeron perros, y a nosotros no nos dejaban vestir para ir al colegio 
porque empezaban a registrar todas las cosas que teníamos en las piezas” 

Entrevista grupal, sin edad especificada. 
 

“Fueron así, como a reventar un sector por ahí por donde vivo, reventaron al lado y se pasaron 
para mi casa; así, como no tenían pensado pasarse para mi casa, le reventaron y le pillaron 

todo. […] También en la misma casa que estoy viviendo ahora le reventaron a mi mamá —yo 
tenía sus dos años o más— y le reventaron a mi mamá, y ahí vi cómo le pegaban, para mí eso 

no me lo voy a sacar nunca de la cabeza” 
—Luz, 14 años. 

 

La violencia también está presente durante las visitas a los establecimientos penitenciarios, 
donde los NNA viven procesos que vulneran el ejercicio de su derecho a mantener contacto con 
el familiar encarcelado. 
 
 

3.1.2 Sistema educativo y entorno comunitario 

El sistema educativo, así como el entorno barrial, son ámbitos importantes donde los NNAPES 
se desenvuelven e interactúan con otros niños y adultos, por ende, cualquier hecho que aquí se 
produzca también impacta en sus vidas.  
 
El sistema educativo puede ser visto como un factor protector al ser un espacio donde se forjan 
amistades y, además, algunos profesores pueden aparecer como figuras significativas. En 
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algunos casos, los NNA expresaron que se sienten bien en el espacio escolar y que los profesores 
los entienden, por lo que se infiere que lo sienten como un lugar de contención.  

 
“El colegio se estaba preocupando, encuentro que igual estaba bien que se preocuparan, pero 

desde muy niña mi abuela me dijo que no le contara a nadie que en su caso tenía niños 
detenidos porque, cómo es la gente, le gusta criticar, calificar o juzgar a las personas antes de 

conocer. Y yo eso mismo hice con mi mamá: nunca le dije a nadie que estaba detenida, 
solamente se enteraron tres personas que eran mis amigas y dos profesoras” 

—Antonia, 17 años. 
 

“Todo el colegio, o sea no todo el colegio, sino que la gente alta del colegio y mis compañeros 
estaban muy preocupados por mí” 

—Antonia, 17 años. 
 

La realización de actividades extraescolares también se asoma como un factor protector en el 
sistema educativo.  

 

“Es como para mí lo más fácil que encontré en la banda, porque al estar con el tambor no soy 
tan así, soy tiesa con las manos y no puedo porque con ese necesitas moverlas bien. Con el saxo 

igual llevo tiempo, desde el año pasado que estoy tocando, pero a mitad de año me tuve que 
salir porque me obligaron a salirme. Este año me quise meter de nuevo, como ya sabía un poco, 
igual aprendo rápido con las cosas de los instrumentos o cualquier cosa, pero igual es como un 

poco difícil, porque pongámosle una marcha que toca y tiene los dedos superrápido para 
cambiar de nota” 

—Luz, 14 años. 
 

“Desde que llegué acá sí, o sea desde que empezaron así como a pescarme los profesores todo 
eso, a ayudarme, ahí como que empezaron todos a ayudarme, o sea aquí en el colegio [cuando] 

me pasa algo y me ven con una paradocente los demás chicos van donde mí y dicen “¿qué le 
pasó a la Luz?, ¿qué le pasó?” o no sé, se preocupan caleta [mucho] y eso para mí igual es 

bacán [genial] porque me siento bien” 
—Luz, 14 años. 

 

Sin embargo, el ámbito escolar también es uno de los sistemas más afectados. Al respecto, los 
NNA expresaron que faltaban a clases y que su desempeño académico se vio impactado, incluso, 
en algunos casos, hubo deserción escolar porque se vieron en la obligación de trabajar.  

 

“Esa noticia a mí me afectó tanto en el colegio” 
—Antonia, 17 años. 

 
“Pasé de estudiar a tener que trabajar por mis hermanas” 

—Antonia, 17 años. 
 

“Cuando mi mamá cayó presa yo dejé de ir [al colegio], por mi hermano, pa cuidarlo, pa 
trabajar igual y pa ayudar pa la casa, porque ya no estaba, más por eso fue” 

—Gary, 18 años. 
 

En el entorno del barrio y la comunidad los NNAPES viven más duramente la estigmatización 
cuando los delitos de drogas son conocidos por otras personas. 
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“Algunas veces me lo gritan a mí —pero desde lejos— que soy hija de traficante, porque igual 
no sólo mi mamá ha sido traficante, toda mi familia, me siento como con rabia porque nada 

que ver que me digan así si yo no soy la que trafica” 
—Luz, 14 años. 

 
“Es que casi todos los amigos de mi hermana son de por aquí, de la San Luis 4, de la San Luis 

518, entonces es más que obvio que esos papás hacen esas cosas: andan con droga o andan 
robando” 

—Antonia, 17 años. 
 

Por otro lado, también hay casos de fraternidad y apoyo entre los vecinos. 
 

“Los vecinos igual nos ayudaban, cuando no teníamos plata pedíamos pan fiado y ellos nos 
fiaban y al otro día nosotros les pagábamos, nos conocimos harto aquí con los vecinos” 

—Gary, 18 años. 
 

Adicionalmente, los NNA experimentan violencia en la comunidad porque, en algunos casos, no 
fueron allanados en sus casas, pero sí presenciaron situaciones de este tipo en sus barrios.   

 

“Fue fuerte porque cierran todo el lugar, toda la manzana 
o el pasaje, y anda gente de la PDI y esas cosas. Una vez 

vimos una persona con una bazuca, con una bazuca […] de 
la PDI, y yo quedé en shock, dije nunca había visto eso, 
con metralletas, y aparte con las pistolas, bien armados. 
Me han contado personas que es fuerte porque, una, no 

respetan a los niños presentes, llegan y se tiran, los tiran al 
piso, y los niños lo único que hacen es llorar y llorar, una, 

porque no saben lo que está pasando, segundo, le están 
pegando u obligando a sus papás (o a la persona que esté 
con él) a mirar como lo maltratan y que ellos lo vean, es 

como un acto clásico, en shock, entonces es como, es como 
fuerte y ahí a veces los niños quedan traumados, es como 
un trauma eso, y ahí los niños necesitan apoyo y ayuda 

psicológica para poder superar eso, entonces es fuerte. Y 
los balazos a veces corren por ahí y nadie está salvado de que no le llegue uno. Es peligroso 

vivir en estas poblaciones” 
—Antonia, 16 años. 

  

En otras palabras, los NNAPES se sienten violentados e inseguros por quienes debieran 
resguardar sus derechos y seguridad. Las instituciones que deberían ser garantes de derechos 
son las mismas vulneradoras. 
 

“Los carabineros, como que ellos son más violentos que la PDI, porque cuando reventaron a mi 
hermana la PDI fue y dijeron “ya, tranquilo, no les vamos a hacer nada si no se vuelven locos”, 
cosas así, y los carabineros te pegan al tiro, no te preguntan nada, aunque no haga ni show, te 

pegan al tiro. Ese día cuando chica estaba escondida para que no me hicieran nada, sí, no 
podía salir tampoco, lo único que hice me escondí, pero vi cómo le pegaban a mi mamá” 

—Luz, 14 años. 

                                                           
18 Sector/población de la comuna de Maipú. 

Foto: Marisa Montes 
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3.1.3 Sistema penitenciario 

3.1.3.1 Descripción de la cárcel 

Los NNAPES describen la cárcel como un lugar con “muchas bancas con mantas para sentar”, donde 
hay espacios para comprar dulces o “completos” 19 y cuyo acceso implica hacer una fila para 
registrarse y luego para que revisen lo que llevan. Una niña con su padre preso señaló: 

 

“Hacemos la fila, entramos y a mi mamá le colocan un timbre aquí y colocan un uno porque yo 
sólo vengo, no viene mi hermano. Después tenemos que pasar el carnet y después nos pasan 

una cosa de tarjetita de amarillo que tiene números y el número de mi mamá es 199. […] 
Después teníamos que hacer una fila para colocar las bolsas y mi mamá le decía al que tenía 

aquí “es que no me acuerdo”, […] después —colocándole el número a la bolsa para que 
quedara— después hicimos una fila, otra fila aquí, las bolsas las dejaron ahí, porque ahí 

después podemos entrar. Y después a mi mamá la tenían que revisar y a mí me revisaban los 
bolsillos por si tenía algo” 

—Micaela, 7 años. 
 

Asimismo, en los NNAPES existe una percepción más clara sobre lo que significa estar dentro de 
la cárcel. 

 

“Pensaba yo sé cómo es la vida de una persona que está detenida, porque hay que llevarle ropa, 
hay que llevarle en el invierno frazada, plumones para que puedan taparse, sus zapatillas, hay 
tiene que sacar su ropa para que se la laven bien, porque, o su shampoo, su pasta de dientes” 

—Antonia, 17 años.  
 

Algunos NNA que tienen a su mamá privada de la libertad mencionaron que el centro 
penitenciario “es como un patio de una cancha y ahí se ponen todas las visitas, en su sector, con sus sillas”.  

 

3.1.3.2 Proceso de visita: violencia 

Todos los NNA expresaron que acceder a los establecimientos penitenciarios implica ser 
“revisado” por los gendarmes, así como presenciar la revisión de otras mujeres, situación que 
es percibida como violenta e intimidante. No todos los NNA pueden problematizarla, sin 
embargo, para todos significa un momento incómodo. Algunos mencionaron que tuvieron que 
mostrar sus partes íntimas, pero que eso no les ha vuelto a ocurrir en el último año.  
 

“A mí no me gusta ni siquiera mostrar mi cuerpo, tampoco me gustaría ver el cuerpo de otra 
persona que no conozco, que nunca he visto en mi vida, ahí yo sentí incomodidad, siendo tan 

chica no me sentía a gusto” 
—Antonia, 17 años. 

 
“Algunas veces me hicieron mostrar mis partes íntimas siendo que yo era menor de edad y a mí 

no me gustaba para nada eso. Eso igual lo dije anteriormente en una entrevista: que no me 
gustaba que hicieran eso porque no era una persona que tenía 18 años o más edad como para 
andar mostrando mi cuerpo, y por eso no me gustó, pero ahora que se hizo como un cambio y 

después nunca más me lo volvieron hacer y hasta el día de hoy todavía no me lo hacen. 
Entonces, siento que a lo mejor fueron por otras personas o cosas, pero se está haciendo un 

cambio en el tema de las visitas y está siendo favorable a veces para los niños, yo creo” 
—Antonia, 17 años.  

                                                           
19 Versión chilena de los hot dogs. 
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“A mí lo que me molesta es que me revisen. […] A mí todavía no me revisan así, con bajarme la 
ropa, porque no pueden todavía (lo que yo sé es que es de 15 para arriba), así como que me 

revisan, me pasan, sí me tocan, me pasan la paleta, pero se supone que la paleta tampoco me la 
pueden pasar a mí si soy menor de edad y yo he dicho eso y no me pescan [ponen atención]” 

—Luz, 14 años. 
 
3.1.3.3 Percepción del delito: normas sociales 

Todos los NNA entrevistados saben que los delitos de drogas son penados por la ley; al respecto, 
consideran que hacen daño a sus familias y a la sociedad en general.  

 

“Hay personas que le arruinan la vida a otra familia con eso, porque tampoco yo le digo a mi 
mamá por llegar con dinero fácil a la casa, no, porque le está arruinando la vida a otras 

personas, porque todo eso se vende y se vende a costa de unas personas que pueden ser también 
el tema de sustento de la familia y que caiga en ese vicio va a provocar que puedan seguir el 

mismo tema, o no porque lo hacen los papás lo van a hacer ellos, pero no van a encontrar una 
salida a los problemas, que se vayan por el camino de las drogas” 

—Antonia, 16 años. 
 

“Que se cagan la vida ellos y a sus hijos también si es que tienen, porque después ellos tienen 
que pasar por ir a verlos solos, buscarse a una persona con confianza para que los acompañe a 

verlos, todo eso” 
—Luz, 14 años. 

 

De acuerdo con lo señalado por una niña entrevistada, los delitos de microtráfico son de bajo 
rango en la escala de delitos dentro de la cárcel, como lo ilustra la siguiente cita: 

 

“Por lo que me cuentan mis tíos, dicen que, por ejemplo, cuando una persona cae detenida por 
droga dentro de la cárcel es más peligroso porque no lo miran como choro, dicen así porque los 

choros son los que roban y mis tíos robaban, entonces, ellos saben y siempre me cuentan sus 
historias: que una persona que no robe y que, por ejemplo, tenga que ver con el tráfico de 

drogas es una persona que gana dinero fácil, mucho más fácil de lo que lo ganan ellos, por lo 
mismo la miran como pollo, como perkins,20 y los tienen ahí, no sé, lavándole la ropa, o 

peleando, o siempre los andan echando de donde están viviendo en la cárcel. Y es peligroso 
porque, por ejemplo, se ponen a pelear, igual yo tenía miedo por mi mamá, pero no sé, como 

mis tíos dicen ser choros en la calle tenían amigas, y se contactaron con amigas y ahí no sé qué 
habrán hecho, nunca le pasó nada, aunque sí tuvo que pelear, sí tuvo que hacer muchas cosas, 

pero salió bien de ahí y eso es lo que yo agradezco” 
—Luz, 14 años.  

 
De este testimonio se infiere que puede existir mayor preocupación en los NNA cuando su 
familiar es encarcelado por delitos de drogas, pues tienen conciencia de que estos implican un 
bajo rango social dentro del sistema carcelario, lo cual aumenta las situaciones que ponen en 
riesgo al adulto privado de la libertad. 
 

 
 
 

                                                           
20 En el lenguaje coloquial este término se refiere a las personas que acatan órdenes y no tienen la facultad y/o convicción de 
negarse a obedecer. 



 
 

· 33 · 
 

 

3.2 Adultos a cargo del cuidado de niños, niñas y adolescentes con madres y/o 
padres privados de la libertad 
 

3.2.1 Vida familiar  

Los adultos entrevistados que han estado privados de la libertad, cuyas parejas han estado en 
prisión o que trabajan en el Programa Abriendo Caminos (PAC), coinciden con los NNA al afirmar 
que la vida familiar es una de las dimensiones mayormente afectada por el encarcelamiento de 
un familiar significativo. En sus discursos aparecen, entre las alteraciones al sistema familiar, 
los cambios de roles, los cambios de vivienda, la vida afectiva-emocional alterada a raíz de la 
separación de los hijos e hijas, episodios violentos relacionados con el consumo problemático 
de drogas y modificaciones en la economía del hogar. 
 

3.2.1.1 Cambio de roles 

En la mayoría de los casos, los adultos entrevistados mencionaron que, mientras los padres o 
madres cumplen una condena en la cárcel, los hijos e hijas mayores son los que se hacen cargo 
de sus hermanos, por lo tanto, aparece la parentalización como una conducta común dentro de 
estas familias. Si bien suele haber apoyo por parte de otros familiares, éste se refiere 
principalmente a facilitar un lugar donde vivir. 
 

“Estuve un año y medio presa […] cuando el mayor se hizo cargo de todos mis hijos, él 
trabajaba en la Jordán, tenía buena pega [trabajo], mi hijo se hizo cargo de todos mis hijos, la 
vida de todos mis hijos. El mayor se hizo cargo de todos mis hijos, de todo, desde mudar a mi 

hijo, cambiarle pañales a mis hijos, los gastos de mis hijos, comida de mis hijos, todo” 
—Cecilia, 40 años, madre ex privada de la libertad.  

 
“Mi hija tenía que cuidar a los chiquillos, limpiar la casa, llevarlos al colegio, cocinarles, todo. 

Mi mamá apenas la ayudaba, ella creía que poniendo la casa era suficiente, pero no po, 
faltaba todo lo otro: el cuidado, darles cariño” 

—Gloria, 36 años, madre ex privada de la libertad. 
 

3.2.1.2 Economía del hogar 

La mayoría de los adultos entrevistados mencionó que las familias ocuparon casi la totalidad de 
sus recursos en servicios legales privados para acelerar la libertad del padre o la madre.  
 

“Ellos tenían muchas cosas que finalmente podrían haber sido como el sustento para poder 
subsistir el tiempo que la Gloria no estaba ahí, pero ellos —en el intento de que ella no pasara 
tanto tiempo privada de libertad— vendieron todo, le pagaron a un abogado toda la plata que 

hicieron” 
Equipo PAC. 

 
“Como la defensa que tuvo fue un poco mejor ella estuvo casi un año, entonces, igual ellos 

priorizaron el poder tener una buena defensa, más que una buena calidad de vida mientras la 
mamá no estuviera ahí” 

Equipo PAC. 
 

“Sí, se va harto, nos gastamos como $6,000,000.00 de pesos21 en abogados” 
—Juana, 34 años, cuidadora. 

                                                           
21 Aproximadamente $9,230.00 USD al día de cambio del 26 de agosto de 2018. 
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Por otra parte, una entrevistada mencionó que tener un familiar en prisión implica un alto costo 
económico, ya que hay que estar visitándolo y llevándole suministros constantemente. En este 
sentido, las personas privadas de la libertad tienen necesidades que los familiares asumen 
como nuevos gastos. 

 

“Trato de ir a todas las visitas pero, por ejemplo, cuando tengo que trabajar ahí no, pero le 
mando encomiendas, o con la mamá, porque hemos estado las dos nomás, pero eso ha sido 

complicado porque se gasta mucha plata” 
—Juana, 34 años, cuidadora.  

 
“Es ir todas las semanas, llevarle todas las semanas cosas, es un gasto. Yo con toda esa plata 
que he gastado ya hubiera podido dar un pie para comprarme una casa y no; de hecho, tenía 

plata ahorrada en mi libreta para postular a un subsidio, la tuve que sacar toda” 
—Juana, 34 años, cuidadora. 

 

Igualmente, en muchos casos la economía del hogar se ve principalmente afectada cuando el 
padre pierde la libertad, pues hay familias que dependen en gran parte de sus ingresos. 
 

“He tenido que pagar colegio sola, furgón sola, preuniversitario este año sola, comida porque 
tienen que llevar colaciones, y todo, ropa, les piden una cosa y otra en el colegio, el Alexander 

que va a salir de 4º medio. Entonces, no. Sí, por eso yo estaba, yo ahora estaba tan cansada que 
dije no doy más” 

—Juana, 34 años, cuidadora. 
 

3.2.1.3 Cambios de vivienda / traslados con sus familias 

Las personas entrevistadas también mencionaron que los cambios de casa afectan la vida 
familiar, lo cual ocurre comúnmente cuando la madre pierde la libertad, ya que el padre no puede 
cuidar a los hijos e hijas debido a que es el proveedor principal y debe ausentarse. En cambio, la 
dinámica familiar tiende a mantenerse cuando el padre es quien va a la cárcel. 
 

“Entonces, al momento de caer privada de libertad, si bien [el papá] estuvo [cuidando a los 
niños] como una semana por la investigación, es eso, como que era la mamá la que se hacía 
cargo de los hijos, y todos los hijos se tienen que ir donde los abuelos, mientras esto ocurre” 

Equipo PAC. 
 

“Entonces, al momento de ella caer privada de libertad, tuvieron que cambiarse de casa, 
porque Gloria arrendaba, entonces, tenían que irse a otro espacio porque nadie podía seguir 

pagando el espacio ni estar cuidándolos ahí donde vivían. Entonces, por eso primero se fueron 
a la casa de su papá y después se fueron a la casa de su abuela, y también transaron 

[cambiaron], estaban más en la casa de la tía porque tenía más tiempo para cuidarlos que la 
abuela. Entonces, era como buscando cuidados por distintas casas. La mamá era la que hacía 

toda esa pega [trabajo]” 
Equipo PAC. 
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3.2.1.4 Vida afectiva-emocional 

Las mujeres que han estado encarceladas afirmaron que separarse de sus hijos e hijas fue lo 
más difícil de sobrellevar, así como la preocupación constante de que se habían quedado sin sus 
cuidados. Si bien la mayoría refirió que contó con el apoyo de familia extensa, éste no era el más 
apropiado en algunos casos, ya que la familia extensa lo veía como una responsabilidad 
adicional que no le correspondía asumir. Además, en ellas siempre había la incertidumbre sobre 
el bienestar de sus hijos e hijas, si eran bien cuidados, alimentados, atendidos, etc.  
 

“Llegaba un momento en que me daba pena y decía, puta, yo tengo aquí un plato de comida 
¿cómo estarán mis hijos afuera?, ¿tendrán para comer?, ¿no tendrán?” 

—Gloria, 36 años, madre ex privada de la libertad. 
 

“Yo llamaba a la Alejandra y ella me decía “mamá tenemos problemas aquí afuera”, en el 
sentido con mi mami, porque mi mami igual tiene su espacio, porque es casa de ella, no es casa 

mía” 
—Gloria, 36 años, madre ex privada de la libertad. 

 
“Fue duro, no tanto porque es la vida de la cárcel, sino más que nada por no tener a tus hijos, 
no tener y no saber qué están haciendo, no saber si tienen para su colación, para el desayuno, 

no saber si tienen para su desodorante, nada” 
—Cecilia, 40 años, madre ex privada de la libertad. 

 

La falta de control parental es otro aspecto que mencionaron las entrevistadas como una 
preocupación mientras estuvieron privadas de la libertad; en ese tiempo tenían poca 
comunicación con sus hijos e hijas y, por tanto, escaso conocimiento de lo que hacían 
cotidianamente. 
 
Otra preocupación mencionada es la desprotección en que quedan los NNA cuando uno de sus 
progenitores termina en prisión. Los adultos entrevistados afirman que no existe apoyo 
institucional para el cuidado de los NNAPES ni tampoco apoyo psicológico. Ellos quedan 
desprotegidos si no tienen una familia extensa que apoye su cuidado. A esto se añade el temor 
a que se instale una medida de protección y los NNA sean trasladados al SENAME. 
 

“Efectivamente, [la mamá era] la única persona que tenían los niños, no tenían relación con su 
papá, ahí tuvieron que irse a la casa de una amiga de Joyce, todo muy piola [discreto], porque si 

alguien se enteraba que estaban solos los podían cambiar por una medida de protección, 
quitarle a los niños. No hubo ninguna preocupación, en este caso, de la justicia sobre los niños, 

con quién se iban a quedar” 
Equipo PAC. 

 
“Igual sufrí y me preocupé porque no sabía pa dónde se iban a ir, con quién iban a estar. Yo no 
conocía al pololo [novio] de la Ale, no conocía a la suegra, no conocía al suegro. Ella igual fue 

humillada por parte de la familia del pololo. Cuando yo llegué ella se vino al tiro pa acá, 
“mami yo quiero estar a tu lado” me decía” 
—Gloria, 36 años, madre ex privada de la libertad. 
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Una mujer que tiene a su pareja en la cárcel señaló que las visitas son desgastantes tanto para 
ella como para el grupo familiar.  

 

“Lo siento mucho porque igual uno sacrifica sus hijos, porque dejo a los niños en el colegio y 
todo y me voy, pero uno deja de hacer cosas por ir para allá, entonces no daba más” 

—Juana, 34 años, cuidadora. 
 

“Vamos a cumplir 19 años casados, nos casamos jóvenes, hemos pasado por altos y por bajos 
como todas las parejas, pero esto fue como lo más, la prueba más fuerte, y hay que tener 

paciencia, tolerancia, yo he estado a punto de “¡ya! chao”, es demasiado el desgaste 
emocional” 

—Juana, 34 años, cuidadora. 
 

3.2.1.5 Violencia en el hogar  

Los episodios de violencia en el hogar están asociados principalmente a los casos donde hay 
familiares que tienen un uso problemático de las drogas. Al respecto, se mencionó que las 
personas en esta situación se tornan violentas cuando no tienen dinero para consumir. 
 

“Después el papá de los chiquillos se metió en la drogadicción, me robaba todo lo que 
habíamos construido del esfuerzo, él empezó a robármelo, me pegaba, se ponía celoso porque 
trabajaba, porque llegaba muy tarde; así que después yo decidí traficar, porque era la única 
[opción] más rápida para poder ayudarlos, sacarlos adelante. Sí, mi marido era bien poco lo 

que me daba, más era lo que me robaba que lo que me daba” 
—Gloria, 36 años, madre ex privada de la libertad. 

 

3.2.2 Sistema educativo y entorno comunitario 

Las mujeres que estuvieron privadas de la libertad y el equipo del PAC concuerdan en que es 
complicado para las familias sociabilizar su situación tanto en la comunidad como en los 
establecimientos educativos a los que asisten los NNAPES. 
 
La mayoría de los entrevistados comentó que existe un estigma hacia las familias cuando uno 
de sus integrantes ha sido privado de la libertad por microtráfico de drogas y, más grave aún, 
cuando trafican y consumen. 
 

“En un entorno barrial también te empiezan a apuntar con el dedo porque eres reflejo de lo 
nocivo que tiene la población, así como el tema del consumo y el tráfico, a veces la gente igual 

es supercruel: “bueno, son hijos de drogadictos, van a ser drogadictos”, y como que hay un 
rótulo social ahí” 

Equipo PAC. 
 

“Hijo de drogadicto, le dicen” 
Equipo PAC. 

 

Las personas entrevistadas que estuvieron encarceladas mencionaron que era un hecho 
vergonzoso para la familia y, especialmente, para los NNA; por lo tanto, no era común que el 
establecimiento educacional estuviese informado, sin embargo, en otros casos veían como una 
oportunidad de apoyo que la escuela tuviera conocimiento de la situación cuando ésta se 
mostraba empática y comprensiva.  
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“Para ellos mejor que sepan, como en el colegio, por el tema del apoyo, si no tienen apoyo de la 
abuelita que es quien los está criando ahora, tienen que tener un apoyo en el colegio, en el 

colegio saben toda la situación que viven con la abuela, el tema de vulneración de derechos” 
Equipo PAC. 

 
“Les da mucha vergüenza lo que pasó y como que socialmente nadie sabe, sólo sabe la familia” 

Equipo PAC. 
 

“Es que muy poco se sabe, los profesores o el colegio no saben que hay alguien privado de 
libertad; en general, he visto mucho que las familias lo ocultan” 

Equipo PAC. 
 

“Me da vergüenza, me da vergüenza que sepan que él está preso, yo creo que a la gran mayoría 
le debe pasar, no solamente a mí, que da vergüenza si uno escucha “está preso” 

—Juana, 34 años, cuidadora. 
 

“Fue complicado, primero decirles a los niños que el papá iba a estar ahí; de hecho, así como 
en el entorno saben como la pura familia, por ejemplo, amigos nadie sabe, en el trabajo menos, 

son como dos personas que saben y nadie más. Es complicado, de hecho, mi hijo mayor este 
año ha ido una sola vez a verlo, el año pasado también fue nomás dos, no le gusta, no le gusta” 

—Juana, 34 años, cuidadora. 
 

 
3.2.3 Sistema penitenciario 
3.2.3.1 Descripción de la cárcel 

Las personas entrevistadas describen las cárceles haciendo una diferencia entre los 
establecimientos para hombres y para mujeres. Las mujeres que tuvieron parejas privadas de la 
libertad describieron las cárceles como espacios de hacinamiento y falta de oportunidades para 
progresar. En cambio, una de las mujeres que había estado en prisión comentó que era un 
espacio de apoyo para la mujer que quiere salir adelante. 
 

“Los que alcanzan duermen en camarote, los otros duermen en el suelo o afuera y acá, en el 
otro lado donde estaba en penitenciaría, dormían como trece personas, dijo que ahí dormían 

todos en un colchón, uno al lado del otro, como cuatro personas en un solo colchón, y andaban 
los bichos en el suelo” 

—Juana, 34 años, cuidadora. 
 

“Los felicito porque los de la cárcel igual apoyan harto a la mujer, los que trabajan ahí apoyan 
a la mujer que quiere cambiar, porque hay mujeres que llegan y no quieren, pero a la mujer que 
necesita ayuda ellos ayudan; lo que es Gendarmería de Chile, ellos ayudan, me daban trabajo 

dentro de la cárcel y me pagaban, yo mandaba toda esa plata a mis cabros [muchachos]” 
—Gloria, 36 años, madre ex privada de la libertad. 

 

3.2.3.2 Proceso de visita: violencia 

Muchas personas que están presas deciden que sus hijos e hijas menores de edad no vayan a 
las visitas para protegerlos, ya que éstas implican muchas horas de espera, protocolos de 
ingreso amenazantes y agresivos, entornos hostiles, entre otros. Las personas entrevistadas no 
mencionaron espacios carcelarios diferenciados para las visitas con NNA, quienes quedan 
expuestos a violencia, agresiones y maltrato porque todos los visitantes comparten el mismo 
espacio. 
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“Claro que ahora nos pasan por la máquina, nos hacen sentarnos en una silla y nos pasan una 
paleta se llama, pero están probando como funciona, la gendarme nos dijo “no se 

acostumbren”, pero antes no, imagínese que en Santiago 1 te hacían levantar los sostenes, 
bajar los calzones y más encima había que mostrarles el trasero” 

—Juana, 34 años, cuidadora. 
 

“Nos sentimos vulnerados en las visitas, las visitas son vulneradas, te humillan, a una menor de 
15 años te la revisan entera, hasta el trasero, todo, todo, te la revisan porque dicen que puede 
llevar drogas o cosas así, ¡mentira! ¿cómo tú puedes trajinar [registrar] a una niña hasta por el 

poto [culo] de 15 años? ¡no podís! porque el error lo cometió uno, uno es la presa” 
—Cecilia, 40 años, madre ex privada de la libertad. 

 
“Uno dice ¡un poco más de solidaridad a las personas! porque somos todos seres humanos y 
nadie está libre de estar ahí, porque nosotros jamás, pero jamás, pensábamos que nos iba a 
tocar pasar eso y ellos [los gendarmes] también son personas, a cualquiera le puede pasar, a 

cualquiera, entonces un poco más de criterio, porque ellos no tienen criterio, porque creen que 
porque nosotros tenemos una persona presa somos todos iguales” 

—Juana, 34 años, cuidadora. 
 

3.2.3.3 Percepción del delito: normas sociales 

Existe una diferencia entre los padres que sólo trafican y los que trafican y consumen; los 
primeros, por lo general, lo ocultan de sus hijos e hijas, en cambio, los segundos naturalizan 
tanto el tráfico como el consumo delante de los NNA. En algunos casos, el que uno de los padres 
sea encarcelado se percibe como una oportunidad para que deje de consumir. 
 

“Claro, cuando hay un tema de consumo, un deterioro, porque obviamente la internación es 
voluntaria y como que muchas veces no es la alternativa de forma voluntaria, en cambio, como 

que la cárcel pareciera ser como la internación obligatoria” 
Equipo PAC. 

 
“Yo vi a la familia que todo el rato protegía los espacios para que los chiquillos no se dieran 

cuenta, el tráfico no se hacía ahí mismo, entonces, como que ella blindó todo el rato el espacio 
y eso igual creo que es una diferencia grande porque o sea, a ver, creo que existe menos cuidado 

de parte de las familias que consumen en el sentido que los niños van como naturalizando lo 
que está sucediendo alrededor, o sea, naturalizan la venta y el consumo, en cambio, en el caso 

de la familia que tengo yo, es como ninguna de las dos: no se naturaliza ni la venta ni el 
consumo” 
Equipo PAC. 

 

Si bien la mayoría de los entrevistados señaló que el microtráfico se oculta a los NNAPES, los 
adultos saben que ellos se dan cuenta de dicha actividad. Esto ocurre por el cambio positivo en 
la calidad de vida de las familias, ejemplo de ello son las adquisiciones materiales a las que 
antes no tenían acceso (televisores, ropa de marca, artículos de línea blanca, etc.). Los adultos 
entrevistados también indicaron que los NNA perciben que sus padres están haciendo algo 
ilegal. 
 
El equipo de profesionales del PAC explicó que el microtráfico es, para algunas personas, la 
posibilidad de tener dinero rápido y fácil y, especialmente, para las mujeres es compatible con 
el cuidado de los hijos e hijas. 
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“El tráfico te permite hacerlo desde la casa y desde ahí poder criar y desde ahí cumplir esas 
funciones, a diferencia de otros oficios delictuales que implican salir de la casa” 

Equipo PAC. 
 

“Se quedó sin ninguna posibilidad de poder encontrar trabajo que se acomodara a su 
maternidad, igual con seis hijos es supercomplejo encontrar un trabajo que se acomode a tus 

necesidades tanto de cuidado como económicas; entonces, ella, si bien también tenía [empleo], 
buscó la posibilidad de trabajar vendiendo verduras, vendiendo en la feria, nunca era 

suficiente para poder alimentar y mantener a seis hijos, entonces, ella tomó la decisión de 
empezar a traficar” 

Equipo PAC. 
 

3.2.4 Necesidad de más sistemas de apoyo  

En la totalidad de las entrevistas aparece la necesidad de contar con sistemas de apoyo más 
consistentes. En general, se considera primordial apoyar económica y psicológicamente a los 
NNAPES. 
 

“Una vez afuera, sipo, tuve harta ayuda, vino una psicóloga y me daba estas tarjetas master pa 
los supermercados, yo le dije a la tía ¿por qué dan esas tarjetas cuando una está acá?, ¿por qué 

no las dan cuando una está adentro?, “no –me dijo– porque esto es pa las mujeres que han 
estado presas y hay que ayudarlas porque vienen saliendo, darles una ayuda”, yo pienso que 

está mal porque esta tarjeta de $50,000.0022 a mi hija le hubiera venido de perilla estando yo 
presa” 

—Gloria, 36 años, madre ex privada de la libertad. 
 

“Ellos tienen que ayudar más a los niños, a los que quedan afuera cuando una está presa, esa es 
mi historia, les pido a ellos que se fijen más en la mujer cuando está presa” 

—Gloria, 36 años, madre ex privada de la libertad. 
 

Los entrevistados también expresaron que faltan oportunidades para poder trabajar una vez que 
se obtiene la libertad. La mayoría afirma que en todos los trabajos exigen antecedentes, lo que 
dificulta la reinserción y aumenta las posibilidades de reincidencia. 
 

“Nadie los recibe por los antecedentes, ahora todos los trabajos piden antecedentes y, entonces, 
¿por qué los cabros [muchachos] vuelven a reincidir? no tienen donde apoyarse, puede que 

tengan su familia, pero ellos quieren tener sus ingresos” 
—Juana, 34 años, cuidadora. 

 
“Resulta que uno va a volver y a volver a delinquir, si son 15 años más, sales y viene lo mismo, 
el gobierno no te da la oportunidad para trabajar, va a ser siempre lo mismo, el gobierno no te 
da oportunidades para trabajar; imagínese yo con cinco hijos, con un hijo con discapacidad, 

me dicen “sabes, tengo un lado donde pueden recibirte, puedes buscar pega [trabajo]” ¡y nada! 
no nos dan oportunidades” 

—Cecilia, 40 años, madre ex privada de la libertad. 
 

 

 

                                                           
22 Aproximadamente $80.00 USD al día de cambio del 26 de agosto de 2018.  
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3.2.5 Percepción del sistema judicial  

Las personas entrevistadas que estuvieron en reclusión tienen una percepción de injusticia y 
confusión sobre las medidas que ejerce el sistema judicial para condenar a una persona; en 
particular, mencionaron que no existe una investigación acabada de los casos y que tampoco se 
consideran atenuantes tales como tener NNA con discapacidad, ser la única figura significativa 
para ellos, tener muchos hijos e hijas, ser estudiante, etc. 
 

“Yo vi gente que iba por 5 kilogramos de pasta base y al otro día se iba en libertad o, de 
repente, había gente que iba por 10 gramos de pasta base y a los 3 meses se venía, y yo hice un 

año” 
—Gloria, 36 años, madre ex privada de la libertad. 

 
“Sí, excesivo, excesivo para lo que era, ¿por qué no averiguan bien o investigan?, eso es lo que a 

mí me da rabia: no investigan, no averiguan bien cómo fue, que pasó, no. [Las autoridades 
dicen] “a ver, como ya tiene una yayita [falta] anterior, ya queda preso” (y así fue), pero no 

consideran que la persona estudia, que trabaja, que estaba comprando para consumir y no para 
traficar” 

—Juana, 34 años, cuidadora. 
 

“Cuando una cae presa no tiene derecho a nada, no les importa, es que yo en mi caso 
particular yo lo viví, porque tengo un hijo con discapacidad, mi hijo tiene 110 

hospitalizaciones, es crónico, tiene la décima cuarta parte del pulmón y a mí no me bajó nada 
la condena, nada.  Yo traficaba para pagar el oxígeno de mi hijo, mi hijo usaba este aparato 

que está acá, este aparato me costó $1,000,000.00 de pesos”23 
—Cecilia, 40 años, madre ex privada de la libertad. 

 
3.2.6 Valoración distinta del rol de Carabineros y PDI 

El equipo del PAC detalló que las familias que ejercen o han ejercido el microtráfico perciben una 
diferencia entre el rol de Carabineros y la PDI. Para estas familias, Carabineros desempeña una 
función amenazante como es el arresto, en cambio, los funcionarios de PDI tienen la función de 
investigar cómo sucedieron los hechos, por lo tanto, consideran que tienen un trato más amable 
y esto les permite ser más colaborativas. 
 

“Los carabineros son como los hombres de acción por decirlo de alguna manera y los de la PDI 
son los que más investigan, son más amigables, más simpáticos, […] incluso el uniforme es más 

amable” 
Equipo PAC. 

 
“Como que el carabinero está encargado de arrestarte, en cambio, el de la PDI como que se 

dedica a investigar y ver lo que pasó, y como que lleva los antecedentes, eso dicen los chiquillos, 
esa es la diferencia entre los dos” 

Equipo PAC. 
 

“Hay una valoración buena tanto de la PDI como de los abogados, porque ellos sienten que los 
juicios no fueron bien investigados y que se tomaron decisiones a la rápida, entonces, ven a los 

abogados y a la PDI como la figura de quienes pudiesen generar una mejor investigación, 
quienes son los que ayudan tanto a esclarecer los hechos como a defender a los inocentes, esa 

es como la diferenciación” 
Equipo PAC. 

                                                           
23 Aproximadamente $1,482.00 USD al día de cambio del 7 de diciembre de 2018. 
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Conclusiones 
  
 
 
En síntesis, todo el proceso asociado a los delitos de drogas trae consigo estigmatización, 
violencia y desprotección, tanto a nivel de relaciones humanas como institucionales. Lo anterior 
se vincula y es consecuencia de un abordaje del delito desde un ámbito punitivo, sin 
consideraciones del fenómeno social. A partir de los resultados se puede observar que lo 
señalado por los NNA es similar a la perspectiva que ofrecen los adultos entrevistados. El 
impacto del encarcelamiento en diferentes ámbitos de las familias y, por ende, en los NNA es 
bastante amplio y diverso; además, difiere dependiendo de la edad que ellos tengan y, de acuerdo 
con los adultos, depende del tipo de delito de drogas del que se trate. 
  
La vida familiar es el ámbito que más se ve afectado, en éste los NNAPES pueden experimentar 
situaciones de parentalización y violencia intrafamiliar, así como cambios de roles, de vivienda 
y entorno y en la economía del hogar. Aunado a esto, los NNAPES sufren afectaciones 
emocionales que, a su vez, repercuten en el ámbito escolar.  
 
La estigmatización atraviesa la vida de los NNAPES, lo cual denota una situación de 
desprotección. En la misma línea, está el cambio de roles, donde el NNA es quien se preocupa 
tanto por la seguridad de la persona que se encuentra dentro de la prisión como por el sustento 
de quienes están afuera; es así que los NNAPES pueden terminar asumiendo los roles de 
proveedor y/o cuidador. 

Por otra parte, queda en evidencia una normalización de la violencia que incide en los espacios 
de la familia y el entorno barrial. A las agresiones más “privadas” se suma la violencia 
comunitaria que tiene lugar cuando los NNAPES habitan en territorios donde habitualmente 
existen intervenciones policiales y personas con actividad delictual. Por ende, los NNA, como 
víctimas directas o indirectas, enfrentan una precarización de protección en su familia y 
entorno. 
 
En términos regulatorios, Chile carece de un sistema de garantías de los derechos de los NNA 
que dé cuenta de los compromisos internacionales que ha adquirido. Esto implica que haya 
casos donde la afectación indirecta al ejercicio efectivo de sus derechos —como ocurre con la 

Foto: Marisa Montes 
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privación de la libertad de sus padres, madres o adultos significativos— carece de un resguardo 
eficaz, pues la normativa se enfoca en los adultos que viven el encarcelamiento y no en quienes 
indirectamente sufren sus efectos: los NNAPES. Lo anterior revela que, en términos macro, se 
requiere la instalación del Sistema de Garantía de Derechos de la Niñez establecido en la Política 
Nacional de Infancia y Adolescencia; para ello, a fin de que sea sostenible en el tiempo, se 
encuentra en tramitación legislativa la Ley de Garantías de Derechos de la Niñez. 
  
Asimismo, desde un ámbito macro, cabe preguntarse por la adopción de una política de 
persecución penal eficaz y las herramientas efectivas para la reinserción social de las personas 
que han estado en conflicto con la justicia. En este tenor y tal como se señaló, es relevante que 
—asumiendo los costos que tiene la privación de la libertad para quienes la sufren (tanto directa 
como indirectamente)— se sigan fortaleciendo los mecanismos para una efectiva reinserción 
social. Si bien la Ley de Penas Sustitutivas a la Prisión es un avance, hay importantes desafíos a 
nivel de los mecanismos para la reinserción social. 
  
Actualmente (octubre de 2018), Chile se encuentra en un proceso de transición en la 
administración de gobierno, por lo que se desconoce si la “Política Pública de Reinserción Social 
2017” del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos permanecerá o sufrirá modificaciones 
relevantes en su fondo e implementación. Las líneas estratégicas adoptadas en esta Política 
parecen relevantes para muchos aspectos concernientes a esta investigación: acceso a la 
justicia, condiciones carcelarias, protección de la maternidad y NNA. 
  
Cabe señalar que es necesario generar mecanismos de defensa jurídica que no sean un reflejo 
de la desigualdad y aseguren una sanción adecuada. En cuanto a las condiciones carcelarias, 
hay consenso en que éstas tienen serias deficiencias que transgreden la dignidad de quienes 
las habitan, así como futuros efectos negativos. Acorde con esto, deben tomarse las medidas 
que permitan a los NNA relacionarse con sus adultos significativos en ese entorno sin verse 
perjudicados por ello, lo cual implica establecer condiciones adecuadas y no afectar el ejercicio 
de sus derechos. Lo anterior aplica, particularmente, en el caso de las visitas, donde la 
modificación del Reglamento de Establecimientos Penitenciarios es clave. 
  
Finalmente, en términos de la regulación de drogas, tal como se dijo antes, la Ley No. 20.000 ha 
provocado un aumento de delitos y encarcelamientos desde su entrada en vigor; es evidente que 
dicha Ley debe revisarse, especialmente, en lo que respecta a la figura del microtráfico, pues a la 
fecha ésta deja espacio a la discrecionalidad jurisprudencial que, en la práctica, ha tenido 
consecuencias en las sanciones. Cabe reiterar que este delito afecta principalmente a las 
mujeres que son privadas de la libertad.  
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Recomendaciones 
 
 

1) Acciones de prevención y protección en el entorno familiar y barrial (se observa el colegio 
como la única red protectora, por lo que cabe preguntarse por el resto del sistema de 
protección a la infancia).  

2) Modificaciones normativas para definir de mejor manera los límites legales de las figuras 
de microtráfico, porte y consumo. 

3) Protocolos y resguardos especiales ante la presencia de NNA en los procesos de 
investigación de delitos, para que no constituyan un nuevo acto de violencia institucional 
hacia ellos. En este contexto, es fundamental asegurar la existencia y el cumplimiento de 
protocolos de investigación y allanamiento cuando hay NNA testigos o víctimas. En este 
sentido, conviene recordar que existen recomendaciones de UNICEF (a partir de la 
violencia policial en el conflicto mapuche) sobre el cuidado y trato que deben recibir los 
NNA por parte de los integrantes de PDI y Carabineros, quienes deben resguardar en todo 
momento el interés superior del niño. 

4) Adopción de medidas adecuadas para la protección de los NNA en su interacción directa 
y regular con sus padres privados de la libertad (adecuaciones normativas). Estas 
medidas deben prevalecer bajo el estándar del interés superior del niño, el cual no puede 
quedar denegado por la seguridad de los establecimientos penitenciarios, sino que uno 
y otra deben conjugarse de tal forma que, por ejemplo, se desarrolle una reglamentación 
que establezca las condiciones mínimas concretas para la realización de visitas con NNA 
(no dejando a la discrecionalidad de cada establecimiento la interpretación de la 
definición “espacios adecuados” como sucede hoy día). Esto exige considerar las 
condiciones del espacio físico donde se realizan las visitas y de los procedimientos de 
ingreso al centro de reclusión (en particular, la revisión corporal debe efectuarse en 
condiciones más estrictas y cuidando la intimidad de los NNA). 

5) Implementación de una política de reinserción social efectiva (la que está vigente en la 
actualidad es del gobierno anterior, por lo que no se asegura su continuidad; al respecto, 
es importante considerar que esta Política refuerza los roles de género al centrar en la 
mujer el cuidado de los hijos y la mantención de la familia).  
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